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1. ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD: 
EL CONCEPTO 

En primer término definimos el concepto de la acción de 

inconstitucionalidod prevista en el artículo 105, fracción 

11, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(CPEUM). En segundo, analizamos algunos rasgos de este 

tipo de acciones en otros paises para tener una perspectiva 

de derecho comparado. En tercer lugar, exponemos y comen­

tamos el procedimiento de estas acciones jurídicas. Enseguida, 

estudiamos las resoluciones judiciales en materia de propa­

ganda electoral y los convenios de colaboración celebradas 

entre autoridades electorales. En el siguiente punto plantea­

mos las exigencias teóricas de la supremacía constitucional y 

la democracia como fundamento de las acciones de incons­

titucionalidad para, finalmente, exponer algunas reflexiones . 
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al Antecedentes 

Nos parece importante, para la interpretación que propone­

mos, tener en cuenta que la acción de inconstitucionalidad 

no tiene antecedentes en nuestro sistema jurídico, y sólo se 

inserta en la CPEUM en el año de 1994, en el artículo 105 

que establece desde su entrada en vigor en 1917, las formas 

y procedimientos para dirimir conflictos o contradicciones 

entre órganos y disposiciones legales superiores. 

También queremos destacar que los disposiciones que se 

incluyen en el artículo 105 mediante una reforma constitucio­

nal, son formas que el Poder Revisor de la Constitución previó 

para asegurar la supremacía constitucional, otorgándole 

facultades al Poder Judicial de la Federación para declarar 

inválidos los actos de autoridad que se realizaron sin funda­

mento constitucional para hacerlo, o bien para declarar 

inválidas las Constituciones locales y leyes secundarias que 

contravengan la norma prevista en la Ley Fundamental de la 

República. 

Como punto de partida de este comentario, es ilustrativo 

regresar al momento y al sentido original que tuvo el artículo 

105 constitucional. El texto de ese artículo, tal como la aprobó 

el Constituyente de 1917, rezaba: 

Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, conocer de las controversias, que se susciten entre 

dos o mós Estados, entre los poderes de un mismo Estado 

sobre la constitucionalidad de sus actos, y de los conflictos 
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entre la Federación y uno o más Estados, así corno de 

aquellos en que la Federación fuere parte. 

Este texto estuvo vigente sin sufrir cambios sustanciales 

(25 de octubre de 1967 y 25 de octubre de 1993), hasta la 

reforma de ese artículo el31 de diciembre de 1994. Tenemos 

diversos antecedentes de disposiciones semejantes a las del 

artículo 105 de la de 1917 en Constituciones anteriores, sobre 

todo en las de carácter federal, aunque también hay algunas 

referencias en las das Constituciones conservadoras de 1836 1 

(Leyes Constitucionales) y 1843 (Bases Orgánicas), que estipu­

laban árbitros y procedimientos para dirimir los conflictos 

entre las nmmas constitucionales de la Nacián y las leyes de 

los departamentos y entidades con las que se sustituyeron a los 

Estados de la Federaclán. En este trabalo nos referiremos bá­

sicamente a los antecedentes de las Constituciones federales, 

por considerar que el artículo 105 es fundamental para la 

operación cel sistema federal y, mós específicamente, para 

resolver los conflictos entre los Poderes de un Estado miembro 

con la Fede'ación, o de competencias de los órganos de un 

Estado federal entre sí o con otros. Encontramos antecedentes 

significativos de este artículo, en las dos Constituciones federales: 

En nuestra primera Constitución Federal de 1824, su artículo 

137 señalaba como atribución de la Suprema Corte, conocer 

los diferencias que pudiera haber de uno a otro Estado de la 

Federación. 
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En el artículo 98 de la Constitución de 1857, que decía: 

"Corresponde a la Suprema Corte de Justicia el conocimiento 

de las controversias que se susciten de un Estado con otro, y de 

aquellos en que la Federación forme parte". En este articulo 

se utiliza el término "controversidl
, que es el que va a emplearse 

después en el articulo 105 de la de 1917 Y en la reforma de 

1994, cuando ya se incorpora la acción de inconstitucionalidad 

a nuestro sistema de derecho. 

El doctor José Ramón Cossío Díaz, Ministro de la Corte, 

reporta que" ... entre el 5 de mayo de 1917 y el 31 de diciem­

bre de 1994, se pramovieron 55 controversias constitucio­

nales". Y de esas controversias 1114 se suscitaron entre la 

Federación y un Estado, 22 entre poderes de un mismo Estado, 

1 entre Estados, 12 entre Municipios y Estados, y 1 entre un 

Municipio y un Estado.'" 

b) La reforma de 1994-1995 

El artículo 105 constitucional reformado en 1994 tiene tres frac­

ciones, en la primera se estipulan las controversias constitucio­

nales; en la segunda, se adiciona la nueva figura de las 

acciones de inconstitucionalidad motivo de este comentario y 

en la tercera se otorga la facultad a la Suprema Corte de Justi­

cia de la Nación para que de oficio o a petición fundada de los 

correspondientes Tribunales Unitarios de Circuito o del procura­

dor general de la República conozca de los recursos de apelación 

en contra de sentencias de Jueces de Distrito dictadas en aquellos 

procesos en que la Federación sea parte y que por su interés y 

trascendencia así lo ameriten. 

7 Constitución Política Mexicano Comentada, 1. 11, 140 ed., Ed. PorrúO e Instituto de 
Investigaciones Jurídicos, UNAM, México, 1999, p. 1056. 
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Los acciones de inconstitucionalidad se establecen en 

nuestro país a partir de la reforma al artículo 105 de la Cons­

titución en 1994, y entonces se otorga a la Suprema Corte 

de Justicia ele la Nación (SCJN), la capacidad para cono­

cer y resolver sobre las contradicciones entre normas de 

carácter general y disposiciones de la Constitución] Esta re­

forma otorgo a la Corte la función para actuar como Tribunal 

Constitucional. 

Las leyes que se consideren inconstitucionales podrán 

impugnarse dentro de los 30 días naturales siguientes a la fecha 

de su publimción. Pueden ejercer la acción de inconstitucio­

nalidad: a) el 33% de los integrantes de la Cámara de 

Diputados; b) el 33% de los integrantes del Senado; e) el procu­

rador general de la República; d) el 33% de los integrantes 

de los Congresos Locales en contra de leyes expedidas por 

ellos; e) el 33 por ciento de los integrantes de la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas 

por la propio Asamblea; y f) los partidos políticos con registro 

ante el Instituto Federal Electoral (IFE), en contra de leyes 

electorales federales o locales, y los partidos políticos loca­

les con registro estatal en contra de sus leyes electorales expe­

didas por los Congresos Locales. Las resoluciones de la 

Suprema Corte sólo podrán declarar la invalidez de las normas 

impugnadas cuando fueran aprobadas por una mayoría de 

ocho de los once Ministras. 

Lo reformo d~ 1" CPE:UM lu" rubl,coda ell el ,r)'Or!O Ui,,_iu i diO ,'(] fr-r!C/'OCIU.'I, el 31 eje 
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lo~ urtículos oc!ovo y noveno trolls'tOr:OS 
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el Alcances de la reforma 01 105 constitucionol 

La exposición de motivos de la reforma constitucional de 

1994, nos ilustra sobre sus alcances: 

Se propone abrir la posibilidad de que un porcentaje de 

los integrantes de los Cámaras del Congreso de la Unión, 

de los Legislaturas Locales, de la Asamblea de Represen­

tantes del Distrito Federal, o en su caso, el procurador 

general de la República puedan plantear ante la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en el ámbito de sus atribu­

ciones, la inconstitucionalidad de leyes, previéndose que 

las resoluciones puedan anular, con efectos generales, la 

norma declarada como inconstitucionol. 4 

El Ministro Cossío Díaz, define las acciones de incons­

titucionalidad como 

... procesos en los cuales determinados órganos o fragmen­

tos de órganos, o los órganos directivos de determinadas 

personas morales (partidos políticos) reconocidos constitu­

cionalmente de interés para la sociedad, plantean ante el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia el control abstracto 

de la regularidad constitucional de determinadas normas 

generales. 

Y agrega: 

A diferencia de las controversias, en las acciones no se 

exige la existencia de un agravio o la demostración de una 

"Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constduClones (18 vols.), 6a. ed., 

México, Miguel Ángel Porrúa-Cómara de Diputados, LVIII Legislatura, 2003. 
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afectación para conferirle legitimación a la parte promo~ 

vente. En estos casos, poro dar inicio 01 procedimiento bosta 

que la parte actora plantee uno consideración abstracta 

sobre la posible irregularidad constitucional de una norma. 

Por este motivo, el objeto primordial de los acciones de 

inconstitucionalidad es el control abstracto y su efecto la 

consiguiente anulación de los normas cuestionadas.'") 

El jurista Juventina V Castra y Castra, ex Ministro de la 

SCJN, define a la acción de incanstitucianalidad de la siguiente 

manera: 

Los acciones de inconstitucionalidad son procedimientos 

planteados en forma de juicio ante la Supremo Corte de 

Justicia de la Nación, por órganos legislativos minoritarios o 

por el procurador general de lo República, en los cuales 

se controvierte lo posible contradicción entre uno norma de 

carácter federal o un trotado internacional, por una parte, 

y la Constitución por lo otra, exigiéndose en el juicio lo 

invalidación de la norma o tratado impugnados, para hacer 

prevalecel' los mandatos constitucionales." 

Por su porte el jurista Joaquín Brogue Camazano define 

lo acción de inconstitucionalidad: 

.como aquel mecanismo o instrumento procesal-constitucio­

nal por medio del cual determinados personas, órganos o 

fracciones de órganos, cumpliendo los requisitos procesales 

legalmente establecidos {siempre que sean conformes con 

Op ~.It pp 1070·1071 
CASTRO Y CA:)TRü, Juventlno v., flArtí,I!"O lOS Coml'/uuo!lul, México, EcLtado pcr lo 

racultad de Deredn, LJNAM, 1996 p. 195 



114 AUTONOMíA E INDEPENDENCIA DE LOS INSTITUTOS ELECTORALES LOCALES 

la Constitución), pueden plantear, de forma directa y princi­

pal, ante el órgano judicial de la constitucionalidad de que 

se trote, si una determinada norma jurídica (y especialmente 

las leyes parlamentarias) es o no conforme con la Constitu­

ción, dando lugar, normalmente, tras la oportuna trami­

tación procedimental con las debidas garantías, a una sen­

tencia en la que dicho órgano de la constitucionalidad se 

pronuncia en abstracto y con efectos generales sobre si la 

norma impugnada es o no compatible con la Norma Funda­

mental y, en la hipótesis de que no lo fuere, declara la 

inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de dicho norma, 

si bien existe la posibilidad de que el órgano de la consti­

tucionalidad dicte alguna de las sentencias intermedias o 

modalidades atípicas de sentencias. 7 

El abogado Fauzi Hamdan explica que la acción de in­

constitucionalidad tiene como antepasado el Acta de Reformas 

de 1847; por otra parte, el constitucionalista Raúl Gonzólez 

Schmall señala que la acción de inconstitucionalidad tiene 

su origen en el modelo europeo concentrado de control 

constitucional donde estó regulado un procedimiento que 

declara la inconstitucionalidad de normas jurídicas recién 

promulgadas. 8 

El sistema concentrado de control constitucional se carac­

teriza porque se realiza a través de un órgano especial de 

! BRAGUE CAMAlANO, Jooquín, La Acción Abstracta de Inconstilucionolidod, UNAM-IIJ, 
México, 2005. 

6 "Lo Acción de Inconstitucionalidad" en FERRER MCGREGOR, Eduardo (caord.) Derecho 
Procesal Constitucional, t. 1, México, UNAM-IIJ-Porrúa-Colegio de Secretarios de lo Suprema 
Corte de Justicia de lo Noción, 2002, pp. 367-368. 

GONZÁLEZ SCHMALL, Raúl, Programo de Derecho Constitucional, México, Ed. Limuso-
U. Iberoamericana, 2007, p. 415. 
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carácter político, que tiene la facultad de dejar sin efecto la 

normativa inconstitucional. Para Hans Kelsen, la defensa de 

la Constitución puesta en manos de un Tribunal Constitucional 

significa que todo conflicto que surge en el marco de la Cons­

titución entre poderes públicos o de ciudadanos contra el 

poder público, debe resolverlo un tercero independiente e 

imparcial al conflicto, lo que en sí mismo es garantía de 

decisiones ponderadas. Este control, además de concentrado, 

es derogatorio y abstracto. 

Es concentrado porque un solo órgano es el que ejerce 

el control de constitucionalidad (en muchos casos en forma 

exclusiva y excluyente respecto de los otros órganos del 

Estado), de manera que la facultad o el poder de control está, 

como su nombre lo indica, concentrada en el órgano que 

detenta dicha facultad o poder. Es abstracto porque analiza 

la norma cuestionada en forma aislada e independiente del 

caso concreto que pueda haber dado origen a su cuestio­

namiento, realizando una suerte de análisis de puro derecho 

entre la norma constitucional y la norma de menor jerarquía 

objeto de impugnación, para descubrir si tiene algún vicio de 

inconstitucionalidad. Es derogatorio porque anula la ley o la 

norma cuestionada, la cual deja de tener vigencia o efectos 

para todos, por lo que lo declaración de inconstitucionalidad 

será expresa y de alcance general (ergo omnes). 

Esta facultad de las Cortes hace que puedan ser conside­

radas como un legislador negativo, ya que no pueden promul­

gar normas jurídicas pero sí pueden anularlas en caso de 

que contradigan el mandato constitucional. 
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La jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha establecido siete características de la acción de 

inconstitucional idad: 

• Se promueve para alegar la contradicción entre la 

norma impugnada y una de la Constitución. 

• Puede ser promovida por el procurador general de la 

República, los partidos políticos, y e133% cuando me­

nos, de los integrantes del órgano legislativo que haya 

expedido la norma. 

• Supone una solicitud para que la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación analice en abstracto la constitu­

cionalidad de la norma. 

• Se trata de un procedimiento. 

• Puede interponerse para combatir cualquier tipo de 

normas generales. 

• La sentencia tendrá efectos generales siempre que 

sea aprobada por lo menos por ocho Ministros'" 

La acción consiste en el análisis abstracto de cualquier 

norma general que órganos legislativos minoritarios, partidos 

políticos, las Comisiones de Derechos Humanos y el procurador 

general de la República solicitan a la Corte, sobre la posible 

vulneración al orden constitucional de una norma generala 

un tratado internacional y la Ley Fundamental. 

El análisis abstracto puede ser de carácter previo, es decir, 

invocarse durante el procedimiento de discusión y aprobación; 

o bien, hacerse a posteriori, es decir, cuando las disposiciones 

c, ¿Qué son Jos Acciones de InconslilucionaJidad?, Poder judicial de la Federación, Supremo 
Corte de Justicio de lo Noción, México, 2004. 
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legislativos yo han sido publicadas. Este último modelo es el 

que sigue el procedimiento en México. 

La acción abstracta de inconstitucionalidad ha tenido un 

desarrollo importante en el ámbito europeo en beneficio de 

una minoría parlamentaria, generalmente de 30% de las mis­

mos, y ha sic o muy destacado en Alemania yen Francia. Esta 

clase de acción abstracta es escasamente conocida en el 

derecho constitucionallatinoamencano. En la opinión de don 

Héctor Fix-Zomudio y de Salvador Valencia Carmona, lO "es 

un instrumento importante para otorgar garantías jurídicas a 

la oposición. a fin de que pueda participar más activo mente 

en las decisiones políticas de gobierno, según el principio de 

oposición política garantizada". 

El decreto de reforma de diversos artículos constituciona­

les, entre ellos ellOS, fue publicado en el Diario Oficial de lo 

Federación el 31 de diciembre de 1994, tomo CDXCV, número 

22, primera sección; una de los peculiaridades de esta refor­

ma fue el adícula octavo transitorio que ordenaba que lo 

referente al artículo 105, entraría en vigor simultáneamente can 

su ley reglamentaria, lo que tuvo lugar ellO de junio de 1995. 

Otra innovación que introduce la reforma corresponde a 

una facultad de los tribunales constitucionales: garantizar la 

supremacía constitucional con respecto a las demós normas 

que integran el sistema jurídico. 

Una peculiaridad de esta reforma que debemos resaltar, 

es que en un primer momento se excluye a las normas elec-

LJcrcrh,) (on',!ltlKlonOI' i.lr','("orJ() y' C:OrJ'IHnrrdo, ~'n ce! 1\"(oXI<:0, UNA,\\-IIJ, P0rll~u 

MéxIco, 2001 p, E:S8 
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torales de carácter general de este medio de control constitu­

cional. En un segundo momento, el 22 de agosto de 1996, se 

autorizó también la impugnación de normas electorales a 

través de las acciones de inconstitucionalidad. Con esta reforma 

se buscó convalidar la omisión en materia electoral, debido 

a que esta rama es crucial para el desarrollo democrático, 

otorgando así legitimación procesal a los partidos políticos, 

pero haciendo reservas con relación a las normas aplicables 

a un proceso electoral y respecto a las normas que pueden 

impugnar los partidos políticos. 

2. PROCEDIMIENTO 

A continuación presentamos el procedimiento que debe seguirse 

para promover la acción de inconstitucionalidad ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

a) Legitimación procesal 

La legitimación se encuentra enunciada en la fracción II del 

artículo 105 de la CPEUM, que menciona a los siguientes 

sujetos: 

a) Un grupo minoritario de legisladores para impugnar 

normas que hubiesen aprobado en el Congreso que inte­

gran. Para que se cumpla dicha hipótesis, es necesario 

reunir un porcentaje equivalente al 33% del número total 

que integran a la Cámara. 

b) Procurador general de la República. Tanto el artículo 

105 constitucional, así como el 60., fracción 11, de la Ley 
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Orgánico de la Procuraduría General de la República, le 

otorgan lo posibilidad de impugnar leyes, tratados interna­

cionales e incluso Constituciones de ámbito local por con­

siderarlos contrarios o lo Ley Fundamental. 

cl Los partidos políticas también son sujetos legitimados 

para presentar la acción de incanstitucionalidad mediante 

sus dirigencias nacionales. Estos partidos políticos deben 

tener registro ante el IFE y se les circunscribe a leyes de 

índole electoral federales o locales. También se les otorga 

la legitimoción a los partidos políticos estatales con su res­

pectivo registro ante el organismo electoral local contra 

leyes promulgados por los Congresos Estatales. 

Cabe aclorar que en este caso se debe acudir a los estatu­

tos de cada partido político poro establecer la legitimación 

procesal de uno de sus miembros para acudir en represen­

tación del instituto político. 

di La Cor1isión Nocional de Derechos Humanos. Mediante 

la reforma 01 artículo 105 constitucional de 4 septiembre 

de 2006, se faculta a la Comisión Nacional de Derechos 

Humanos para interponer acción de inconstitucionalidad 

con respecto a leyes de carácter estatales, federales y del 

Distrito Federal, así también como por los trotados interna­

cionales que ratifique el Senado de la República que se 

consideren lesionen los derechos humanos consagrados 

en lo CPEUM. Además, se otorga o los arganismo defensores 

de derechos humanos de las entidades federativos lo legiti­

mación para ejercer la acción de inconstitucionalidad en 

contra de los leyes promulgadas por los Congresos Locales. 
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Iván Carla Gutiérrez Zapata," explica que en una gran 

mayoría de los ordenamientos latinoamericanos y en los euro­

peos, la figura del ombudsman se encuentra legitimada para 

el eiercicio de la acción de inconstitucionalidad de normas 

generales. 

b) Materia de impugnación 

El artículo 105 constitucional prevé los tipos de actos que pue­

den ser impugnables a través de este medio abstracto de 

contral: 

• Leyes expedidas por el Congreso de la Unión. 

• Leyes expedidas por los órganos legislativos de las 

entidades federativas. 

• Leyes expedidas por la Asamblea de Representantes 

del Distrito Federal. 

• Tratados Internacionales suscritos por el Presidente 

de la República y ratificados por el Senado. 

La Suprema Corte ha conceptualizado que una norma 

general es aquella disposición cuyos enunciados son abstrac­

tos e impersonales con independencia de su denominación y 

la pertenencia a un específico grupo de normas iurídicas. 

e) Procedencia 

El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II 

del Artículo 105 constitucional, establece: 

1I Acción o recurso de inconslilUClona/¡dad: Estudio comparativo entre España y MéXICO, 

Fundación Universitario de Derecho, Administración y Política, México, 2005. 
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El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será 

de treinta días naturales contados a partir del día siguiente 

o lo fecho en que la ley o tratado internacional impugnado 

sean publicados por el correspondiente medio oficial. Si el 

último dío del plazo fuese inhábil, lo demando podrá pre~ 

sentarse el primer día siguiente hábil. En materia electoral, 

poro el computo de los plazos, todos los días serón hóbiles. 

Por la naturaleza especial de la materia electoral, se requie~ 

re que todos los días se habiliten para poder computar los 

plazas en la interposición de lo acción de inconstitucionalidad, 

aclarándose una particularidad del modelo mexicano uno 

vez publicado la ley en cuestión. 

d) Requisitos de lo demando 

Se contemplan claramente en los artículos siguientes: 

Artículo ó l. Lo demanda por lo que se ejercita lo acción 

de incon:'ltitucionalidad deberó contener: 

l. Los rombres y firmas de los promoventes; 

11. Los órganos legislativos y ejecutivo que hubieran emiti­

do y promulgado las normas generales impugnadas; 

111. Lo norma general cuyo invalidez se reclame y el medio 

oficial en que se hubiere publicado; 

IV. Los preceptos constitucionales que se estimen violados; y 

V. Los conceptos de invalidez. 
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Artículo 62. En los casos previstos en los incisos a), bl, d) 

y e) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la demanda en 

que se ejercite la acción deberá estar firmada por cuando 

menos el treinta y tres por ciento de los integrantes de los 

correspondientes órganos legislativos. 

La parte demandante, en la instancia inicial, deberá designar 

como representantes comunes a cuando menos dos de sus 

integrantes, quienes actuarán conjunta o separadamente 

durante todo el procedimiento y aun después de concluido 

éste. Si no se designaren representantes comunes¡ el Presi­

dente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo 

hará de oficio. Los representantes comunes podrán acre­

ditar delegados para que hagan promociones, concurran 

a las audiencias y en ellas rindan pruebas y formulen ale­

gatos, así como para que promuevan los incidentes y 

recursos previstos en esta ley. 

En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del 

artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, se considerarán parte demandante en los pro­

cedimientos por acciones en contra de leyes electorales, 

ademós de las señaladas en la fracción I del artículo la 
de esta ley, a los partidos políticos con registro por con­

ducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según 

corresponda, a quienes les será aplicable, en lo condu­

cente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 

11 de este mismo ordenamiento. 

Artículo 63. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 

será representado en las acciones de inconstitucionalidad 

en términos del tercer párrafo del artículo 11 de esta ley. 



ccn\.',E~jP.RIO [IE_ 1~1, rIT,JTO DE Ir,,"¡ESTIG.~[IONES JIJRIi)I(:"S ¡)F f. L .. NIVFRSI[JA:¡ r'1;:.(IO~~.:'.1 

'dTClf',('1,1/\ l![ ,V[Xlen 

En atención a la dispuesta en el artículo 11 de la Ley Regla­

mentario del ortículo 105 de la CPEUM, el oetar deberá compo­

recer a juicio por conducto de los funcionarios que en términos 

de la ley estén en posibilidad de realizar su representación. 

En este proceso se presume que la comparecencia a juicio 

goza de representación legal y cuenta con la capacidad poro 

hacerlo. 

El requisito de la firma es esencial en la demanda, ya que 

se comprueba la manifestación de la voluntad de los sujetos 

legitimados procesal mente para interponer la acción de 

inconstitucional idad. 

el Plazos 

Reproducimos los artículos que se refieren a los plazos en el 

juicio de la Clcción de inconstitucionalidad: 

Artículo 64. Iniciado el procedimiento, conforme 01 artículo 

24, si el escrito en que se ejercito la acción fuere obscuro o 

irregular, el ministro instructor prevendrá 01 demandante 

o o sus representantes comunes para que hagan las aclara­

ciones que correspondan dentro del plazo de cinco días. 

Uno vez tmnscurrido este plazo, dicho ministro dará vista 

o los órganos legislativos que hubieren emitido lo norma y 

el órgano ejecutivo que lo hubiere promulgado, para que 

dentro del plazo de quince días rindan un informe que con~ 

tengo las rozones y fundamentos tendientes a sostener lo 

validez de la norma general impugnada o la improcedencia 

de la acción de inconstitucionolidad. Tratándose del Con­

greso de lo Unión, coda una de las Cámaras rendirá por 

separado el informe previsto en este artículo. 

123 
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En los procedimientos por acciones en contra de leyes elec­

torales, los plazos a que se refiere el párrafo anterior serán, 

respectivamente, de tres días para hacer aclaraciones y de 

seis días para rendir el informe que contenga las razones y 

fundamentos tendientes a sostener la constitucionalidad 

de la ley impugnada. 

La admisión de una acción de inconstitucionalidad no dará 

lugar a la suspensión de la norma cuestionada. 

La mención de este último párrafo, tiene una connotación 

importante con respecto al juicio de amparo, en donde la 

suspensión del acto reclamado tiene como finalidad obtener 

una declaración de la justicia federal en el sentido de que el 

acto de que se trato es contrario a la Constitución. Para don 

Mariano Azuela Rivera, que fue Ministro de la SCJN, esta 

suspensión tiene el carácter de una declaración de nulidad, 

porque si expresamente no se declara nulo el acto reclamado, 

los efectos de la resolución del amparo son idénticos a los 

de una sentencia que lo declara nulo. 12 

Artículo 65. En las acciones de inconstitucionalidod, el 

ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar 

las causales de improcedencia establecidas en el artículo 

19 de esto ley, con excepción de su fracción II respecto de 

leyes electorales, así como las causales de sobreseimiento 

a que se refieren los fracciones II y III del artículo 20. 

Lo causales previstos en los fracciones III y IV del artículo 

19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contem-

? Cfr. AZUELA RIVERA, Mariano, Amparo. Apuntes de las closes rmpcutld(ls por ilustres 
jurislos del siglo XX, po. reimp.), México, 2009. 
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piados en éstos se presenten respecto de otro acción de 

i nconstitu ciona I ida d. 

Artículo 66. Salvo en los casos en que el Procurador Gene­

ral de lo República hubiere eiercitado la acción, el ministro 

instructor le doró vista con el escrito y con los informes a 

que se refiere el artículo anterior, a efecto de que hasta 

antes de lo citación poro sentencio, formule el pedimento 

que correspondo. 

Artículo 67. Después de presentados los informes previstos 

en el artículo 64 o habiendo transcurrido el plazo para ello, 

el ministro instructor pondrá los autos a la vista de los portes 

o fin de que dentro del plazo de cinco días formulen alegatos. 

Cuando lo acción intentada se refiera o leyes electorales, 

el plazo señalado en el párrafo anterior seró de dos días. 

f) El informe 

El informe es un acto por virtud del cual lo autoridad resporl­

sable demuestra o defiende la constitucionalidad de los actos 

reclamados, atacando las consideraciones hechos por el 

agraviado, surtiendo efectos de contestación de demanda. 

Este rnforme se estableció en el juicio de amparo, debido al 

mal planteaCliento de los actos reclamados en las demandas 

en las que frecuentemente el quejoso los colifica como "inde­

bido", "ilegal" "inconstitucional" y la práctica que adoptaron las 

autoridades de expresar en forma sistemática que el acto o actos 

no son ciertos en la forma que los plantea en la demanda.':; 

. MClnuClI' del jUiCIO de Ar'lpuro. 20 ecl ,Mexl'-ü, SUfJrelflU Corlp de II),IICIO de lo r>JOC'0n 
Ed Ther'lls, MéXIc.o, 200J, P 24:l 
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Artículo 68. Hasta antes de dictarse sentencia, el ministro 

instructor podrá solicitar a las partes o a quien juzgue con­

veniente, todos aquellos elementos que a su juicio resulten 

necesarios para la mejor solución del asunto. 

Cuando la acción de inconstitucionalidad se interponga en 

contra de una ley electoral, el ministro instructor podrá 

solicitar opinión a la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación. 

Agotado el procedimiento, el ministro instructor propon­

drá al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

el proyecto de sentencia para la resolución definitiva del 

asunto planteado. 

En los casos de materia electoral, el proyecto de sentencia 

a que se refiere el párrafo anterior deberá ser sometido al 

Pleno dentro de los cinco días siguientes a aquel en que 

se hoya agotado el procedimiento, debiéndose dictar el 

fallo por el Pleno a más tardar en un plazo de cinco días, 

contados a partir de que el ministro instructor hayo presen­

tado su proyecto. 

g) Las pruebas 

La fase probatoria radica en el hecho de que el juzgador sólo 

tiene en la fase postulatoria un conocimiento parcial y subjetivo 

de las posiciones de las partes contrapuestas en el proceso, de 

ahí que requiera elementos para tomar su decisión con la 

mayor objetividad posible. 

Las partes pueden presentar todos los medios probatorios 

a su disposición para demostrar su razón, salvo la confesional; 

de conformidad con el artículo 31 de la ley reglamentaria se 
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aceptan las pruebas legales, es decir, las expresamente men­

cionadas por el artículo 93 del Código Federal de Procedimien­

tos Civiles, supletorio de la Ley Reglamentaria del Artículo 

105 de la CPEUM. 

La cargo de la prueba se rige baja un principio de equidad 

en la obligación procesal de probar, consistente en la obliga­

ción tanto del demandante y de la autoridad can respecta a sus 

afirmaciones en el sentida de la validez de las actos impugnados. 

Las pruebas pueden ser directas o indirectas, históricas y 

críticas; 14 estas pruebas se distinguen por el objeto de lo pruebo, 

y es directa porque se le presenta directamente al Juez, y la 

indirecta radica parque versa en un objeto diferente, y esta 

última sirve como medio indirecto para conocer el objeto de 

la prueba. La distinción entre las pruebas históricos y las 

críticas radico en su funcionalidad: las primeras son aptas para 

representar un objeto que se quiere conocer, las críticas, por 

su parte, implican na referirse directamente al objeto, coma 

un testimon,o para ser más ilustrativos. 

h) Los alegatos 

En materia de la acción de inconstitucionalidad, una vez pre­

sentados los informes o transcurrido el plazo legal establecido 

para ello, el expediente se pondró a la vista de las partes para 

que expresen por escrito sus alegatos dentro de los siguientes 

cinco días, plazo que comprende sólo dos si la acción de incons­

titucionalidad es en materia electoral. 

, Lu" P'U¡dlO~ Ce') ,'u Co,'iI.'O'iECro a CO'ls',tuc:o'wi y en lo Accit")rl de inconS!,tucionalic!o{ 
P JI' SU N, MpXl(-o, 2()()Y 
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Artículo 69. El Presidente de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, de oficio o o petición de parte, podró decretar 

la acumulación de dos o más acciones de inconstitucio­

nalidad siempre que en ellas se impugne la misma norma. 

Cuando exista conexidad entre acciones de inconstituciona­

lidad, controversias constitucionales y juicios de amparo, se 

estaró a lo dispuesto en los artículos 37 y 38 de esta ley. 

Durante el trómite de las acciones de incanstitucianalidad 

debe tomarse en cuenta el criterio contenido en la tesis P./J. 
93/2001, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación: si en una diversa acción de inconstitucionalidad se 

declara la invalidez de una norma de carácter general, debe 

sobreseerse en el procedimiento respectivo con fundamento 

en el artículo 20, fracción 11, en relación con los diversos 19, 
fracción V, 65 y 72, todos de la Ley Reglamentaria, pues se 

actualiza la causal de improcedencia consistente en la cesa­

ción de efectos de la norma, aplicable a las acciones de incons­

titucionalidad por disposición del artículo 59 de la propia ley 

reglamentaria. '5 

i) El recurso de reclamación 

Siguiendo al jurista Carlos Arellano Garda, recordamos bre­

vemente la descripción de IIrecursoll como la institución jurídica 

mediante la cual, la persona física o moral, presuntamente 

afectada por una resolución jurisdiccional o administrativa 

de una autoridad estatal, la impugna ante la propia autoridad 

o ante autoridad estatal diversa, al considerar que la causan 

IS ¿Qué son las Acciones de .. Op. cit., p. 40. 
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los agravios que hace valer, concluyéndose con uno nuevo 

resolución confirmatoria, revocatorio o modificatoria de la re~ 
solución impugnada. l· 

A continuoción revisamos los disposiciones de lo Ley Regla­

mentaria del A,rticulo 105 Constitucional, que definen claramente 

cuóndo y contra qué autos y resoluciones procede el recurso 

de reclamación en controversias constitucionales, así como los 

plazos poro interponerlo. 

Artículo 51. El recurso de reclamación proceder-ó en los 

siguientes casos: 

l. Contra los autos o resoluciones que admitan o desechen 

uno demando, su contestación o sus respectivos ampliaciones; 

11. Contra los autos o resoluciones que pongan fin a la con­

troversia o que por su naturaleza trascendental y grave 

puedan causar un agravio material o alguno de los portes 

no reparable en lo sentencia definitiva; 

111. Contra las resoluciones dictadas por el ministro instruc­

tor al resolver cualquiera de los incidentes previstos en el 

artículo 12; 

IV Contra los autos del ministro instructor en que se otorgue, 

niegue, modifique o revoque la suspensión; 

V Contra os autos o resoluciones del ministro instructor 

que admitan o desechen pruebas; 

VI. Contra los autos o resoluciones del Presidente de la 

Supremo Corte de Justicia de la Nación que tengan por 

P'Gel'LO FDI-el,se riel' JL!lcrQ de A"'~JUro, Méxlcc. Ed Porruu, Mex,co, 20G6, p 634 
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cumplimentadas las ejecutorias dictadas por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y 

VII. En los demás casos que señale esta ley. 

Artículo 52. El recurso de reclamación deberá interponerse 

en un plazo de cinco días y en él deberán expresarse agra­

vios y acompañarse pruebas. 

Artículo 53. El recurso de reclamación se promoverá ante 

el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

quien correrá traslado a las demás partes para que dentro 

del plazo de cinco días aleguen lo que a su derecho con­

venga. Transcurrido este último plazo, el Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación turnará los autos a 

un Ministro distinto del instructor a fin de que elabore el pro­

yecto de resolución que deba someterse al Tribunal Pleno. 

Artículo 54. Cuando el recurso de reclamación se interponga 

sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, a 

su abogado o a ambos, una multa de diez a ciento veinte 

días de salario. 

Por su parte el artículo 70 de la ley reglamentaria indica 

que la reclamación en acciones de inconstitucionalidad sólo 

procede contra los autos del Ministra instructor que decreten 

la improcedencia a el sobreseimiento de la acción. Este recurso 

puede ser interpuesto por el actor, el demandado, los terceros 

interesados, el procurador general de la República y el Ejecu­

tivo Federal, este último a través del secretario del ramo o del 

jefe de departamento administrativo que corresponda; este 

recurso permitirá el ofrecimiento de pruebas y correr traslado 

a las partes y al tercero interesado y ante el Presidente de la 

Suprema Corte quien instruirá su tramitación. 
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El plazo paro su tramitación seró de Cinco días hábiles y 

comienza a correr a partir del día siguiente en que surta efecto 

la notificación; en materia electoral el plazo corre en tres 

días y el Pleno de la Corte debe resolverlo de plano dentro de 

los tres días siguientes. 

j) De la queia 

Lo Ley Reglamentaria del Artículo 105 Constitucional, también 

incorpora el ~ecurso de quejo, regulado por sus artículos 55 a 

58, y se ejercita contra la parte condenada por exceso a defecto 

en ejecución de sentencia; lo puede interponer la porte aclora 

o quien tengo interés legítimo, es decir, la porte interesado 

en el cumplimiento de sentencia dictada por el Pleno de 

la Corte. 

Quien conoce de este recurso es el Presidente de la Suprema 

Corte dentro del día siguiente a la notificación. Admitido el 

recurso la autoridad que conoce de él requiere a la autoridad 

contra la que se interpone para que a los quince días siguien­

tes dele sin efecto la norma generala el acto que haya dado 

lugar al recurso. El requerido deberá rendir un informe y 

ofrecer pruebas, de lo contrario, se presumirán ciertos los hechos 

que le hayan imputado. 

Después de la audiencia de pruebas y alegatos, el Ministra 

instruclor elabora un proyecto de resolución que es resuelto 

por el Pleno de la Corte. 

A continuación reproducimos los artículos relativos 01 re­

curso de qUEla: 
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Artículo 55. El recurso de queja es procedente: 

l. Contra lo parte demandada o cualquier otra autoridad, 

por violación, exceso o defecto en lo ejecución del auto o 

resolución por el que se haya concedido lo suspensión, y 

11. Contra la parte condenada, por exceso o defecto en la 

ejecución de una sentencia. 

Artículo 56. El recurso de queja se interpondrá: 

1. En los casos de la fracción I del artículo 55, ante el mi­

nistro instructor hasta en tanto se falle la controversia en 

lo principal, y 

11. Tratándose de la fracción II del propio artículo 55, ante 

el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

dentro del año siguiente al de la notificación a la parte 

interesada de los actos por los que se haya dado cum­

plimiento a la sentencia, o al en que la entidad o poder 

extraño afectado por la ejecución tenga conocimiento de 

esta última. 

Artículo 57. Admitido el recurso se requerirá o la autoridad 

contra la cual se hubiere interpuesto para que dentro de 

un plazo de quince días deje sin efectos la norma general 

o acto que diere lugar al recurso o, para que rinda un infor­

me y ofrezca pruebas. La falta o deficiencia de este informe 

establecerá la presunción de ser ciertos los hechos impu­

tados, sin perjuicio de que se le imponga una multa de 

diez a ciento ochenta días de solario. 

Transcurrido el término señalado en el párrafo anterior y 

siempre que subsista la materia del recurso, en el supuesto 

de la fracción I del artículo precedente, el ministro instructor 
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fijará fecha para la celebración de una audiencia dentro 

de los diez días siguientes a fin de que se desahoguen las 

pruebas y se formulen por escrito los alegatos; para el 

coso de la fracción 11, el Presidente de la Supremo Corte 

de Justicio de la Nación, turnaró el expediente a un ministro 

instructor pora los mismos efectos. 

k) Improcedencio de la acción de incons!i!ucionalidad 

Una de las características más importantes de la acción de 

inconstitucionalidad, es que no está sujeta al principio de defi­

nitividad 17 que caracteriza al juicio de amparo, No se tiene 

que agotar un recurso previo para estar en posibilidad de 

ejercerla. 

Las acciones de inconstitucionalidad son improcedentes: 

a) Contra decisiones de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación; D) Contra leyes o tratados internacionales que 

sean materio de una acción de inconstitucionalidad pendiente 

de resolver, siempre y cuando se trate de las mismas partes, 

narmas generales y conceptos de invalidez; c) Contra leyes o 

tratados internacionales que hubieran sido materia de una 

ejecutoria dictada en otra acción de inconstitucionalidad, 

siempre y cuando se trate de las mismas partes, normas gene­

rales y conceptos de invalidez; di Cuando hayan cesado los 

efectos de lo ley o tratado internacional materia de la acción 

E: prinuplo u'o defllllj¡vldoJ rl~le al iu.(IO ele gwontros. V es el que hoce procedpntp eIIUI(:e 

únicamente respecto de (J¡-jo~ definitivos, e~tü eó, que no seo n susLepllbles ele Illoelif,coc,ór e 

Involldecióll por recurso extraürdll\OI'l) a~guI1o, prinCipio que con5091'0 lo ley F-UllelomentrJl 

en el rr-uso al ele a frOCClón III de¡ or-llclllo 107 en re:OCIOIl con los senterIC:IOS defrrllllvU'" 

Iuudos y resoluuo'les que pOllgur1 'in a Uil I,)'cio y el' lo frOC(lón IV E'il lo referente o lo 

mn1errCl ndm''llstrotIV[l 
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de inconstitucionalidad; y e) Cuando la demanda se presente 

fuera del plazo de treinta días. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha referido 

a otra causal de improcedencia en el sentido de que a través 

de este medio de control constitucional no pueden impugnarse 

actos de carácter negativo de los Congresos estatales. 18 

La Ley Reglamentaria en su numeral 25, previene que 

cuando la improcedencia de una acción de incanstituciona­

lidad sea manifiesta e indudable se desechará de plana. 

1) De fas sentencias 

A continuación se reproducen las disposiciones de la Ley 

Reglamentaria sobre las sentencias: 

Artículo 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación deberá corregir los errores que advierta 

en la cito de los preceptos invocados y suplirá los conceptos 

de invalidez planteados en lo demanda. La Suprema Corte de 
Justicia de lo Nación podrá fundar su declaratorio de in­

constitucionalidad en la violación de cualquier precepto cons­

titucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial. 

Las sentencias que dicte la Supremo Corte de Justicia de 

la Nación sobre la no conformidad de leyes eleclorales a la 
Constitución, sólo podrán referirse a la violación de los pre­

ceptos expresamente señalados en el escrito inicial. 

8 Semanario JudiClaJ de Jo Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, Tomo XXI, 
mayo de 2005, p. 781, tesis P/J 23/2005, de rubro: 'ACCiÓN DE INCONSTITUCIONAL!­
DAD. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA OMISiÓN DEL CONGRESO LOCAL DE AJUSTAR 
LOS ORDENAMIENTOS LEGALES ORGÁNICOS Y SECUNDARIOS DE LA ENTIDAD A LAS DIS­
POSICIONES DE UN DECRETO POR EL QUE SE MODIFICÓ LA CONSTITUCiÓN ESTATAL.'; 
IUS: 178566. 
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Artículo 72. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 

sólo podrán declarar lo invalidez de los normas impugna­

das, si fueren aprobadas por cuando menos ocho votos. 

Si no se oprobaran por la mayoría indicada, el Tribunal 

Pleno desestimará lo acción eiercitada y ordenará el archivo 

del asunto. 

Artículo 73, Los sentencias se regirán por lo dispuesto en 

los artículos 41,43,44 Y 45 de esta ley. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las senten­

cias relativos a la acción de inconstitucianalidad, declara la 

invalidez de las normas impugnadas sólo si se reúnen ocho 

votos cuando menos. En caso de no lograrse esta votación 

calificada (ocho sobre once) se desestima la acción ejercida 

y se ordena el archivo del asunto. 

Las razones contenidas en los considerandas que funda­

menten las resolutivos de los sentencias aprobadas por cuando 

menos ocho votos, son obligatorias para los Salas de lo 

Suprema Corte de Jusllcia de la Nación, Tribunales Unitarios 

y Colegiadm de Circuito, Juzgados de Distrito, tribunales mili­

tares, agrarios y judiciales del orden común de los Estados y 
el Distrito Federal y administrativos y del trabajo, sean éstos 

federales o locales. 

Ademós existe el Acuerdo General Plenario 5/2001 de la 

Suprema Corte de Justicia de la Noción que tiene que ver 

con este tema, por lo que lo transcribimos: 

Quinto: De los asuntos de la competencia originaria de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, con las salvedades 

especificados en los puntos tercero y cuarto de este 

acuerdo, corresponderá resolver a los Tribunales Cole­

giados de Circuito: 
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1. Los recursos de revisión en contra de sentencias pronun­

ciadas por los Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios 

de Circuito cuando: ... d) Los amparos en revisión en los que, 

sobre el tema debatido, se integre, aunque no se haya 

publicado, jurisprudencia del Pleno o de las Salas o existan 
cinco precedentes emitidos por el Pleno o las Salas indistin­

tamente, en forma ininterrumpida y en el mismo sentido, 

aun cuando no hubieran alcanzado la votación idónea 

para ser jurisprudencia. 19 

Es importante destacar que tienen carácter de jurispru­

dencia las razones contenidas en los considerandos que 

funden los resolutivos de las sentencias en controversias 

constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, por la 

que son obligatorias paro los Tribunales Colegiados de Cir­

cuito en términos del referida Acuerdo. 

Una vez pronunciada la sentencia, el Presidente de la 

Suprema Corte ordenará su notificación a los partes y su pu­

blicación en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

junto con los votos particulares que se formulen. 

Los efectos de la sentencia se surten a partir de la fecha 

que lo determine la Corte y no tendrá efectos retroactivos, 

salvo en materia penal. 

m) Acción de inconstitucionalidad en materia electoral 

Con la reforma constitucional de 31 de diciembre de 1994, 

la fracción II del artículo 105 constitucional señaló que la 

19 Véase lo jurisprudencia 20./J. 116/2006, publicado en el Semanario JudiclOl de la 
Federación y su Gaceta, Noveno Época, Tomo XXIV, septiembre de 2006, p. 213; IUS: 174314. 
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Supremo Corte conocería de las acciones de inconstituciona­

lidad, excepto las vinculados con lo electoral. Posteriormente 

se emitió un criterio jurisprudencial en donde se negaba a 

conocer cuestiones de inconstitucionalidad electoral, o con­

tinuación transcribimos dichos precedentes: 

MATERIA ELECTORAL. CONCEPTO DE, PARA LOS EFEC­

TOS DE LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCiÓN DE 

INCONSTITUCIONALlDAD. De la interpretación jurídico, 

armónico y sistemática de lo dispuesto en los artículos 35, 

fracciones I y 11, 36 fracciones 11, IV Y V, 41, 51, 52, 5ó, 

60,81, 115 fracción 1, lió fracción I y 122 fraCCIón III de la 

Constitución Federal, se infiere que para los efectos de 

la acción de inconstitucionalidad, establecida en la fracción 

II del artículo 105 de dicha Carta Fundamental, debe enten­

derse que son normas de carácter general que tienen como 

contenido la materia electoral, prohibidas de ser examina­

das por la Suprema Corte de acuerdo con el mencionado 

artículo constitucional, aquellas que establecen el régimen 

conforme al cual se logra la selección o nombramiento, o 

través del voto de los ciudadanos y dentro de un proceso 

democrático, de las personas que han de fungir como titu­

lares de órganos de poder representativos del pueblo, a 

nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal ), 

Una vez fijada esta postura, prosiguió la reforma consti­

tucional de 1996, mediante un decreto de fecha 22 de agosto, 

eliminando la prohibición que impedía a la Corte el poder 

conocer de asuntos en materia electorol, y facultando a los 

partidos políticos como sujetos procesales para ejercitar la 

'SCrllonor,o Jud'c,oi de: ,'u Federaclor, v ';11 Gorc!o, 'Jove'lU EI_'OlO. lomu 11, cI,c'erlhrf' de 
1995, p 737, tE'si<; P CXXVI '9S; IUS, 200177 
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acción de inconstitucionalidad en materia electoral. La adición 

a la CPEUM es la siguiente: 

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal 

Electoral, por conducto de sus dirigencias nocionales, en 

contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos 

políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, 

exclusivamente en contra de leyes electorales expedidos 

por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el 

registro. 

Así pues, los partidos políticos fueron dotados de la capa­

cidad para impugnar mediante la acción de inconstitucio­

nalidad leyes electorales que a su juicio alteren el orden 

constitucional mexicano, haciendo la aclaración de que sólo 

lo pueden hacer en materia electoral. El texto constitucional 

da una segunda distinción facultando a las partidas políticos 

con registro federal la posibilidad de impugnar normas en el 

ámbito federal y local, y a los partidos con registro estatal 

la posibilidad de impugnar exclusivamente normas provenientes 

de los Congresos de sus respectivas entidades federativas. 

A continuación presentamos criterios jurisprudencia les rela­

cionados con los partidos políticos: 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. CONDICIO­

NES CONSTITUCIONALES QUE DEBEN CUMPLIR LOS 
PARTIDOS POLíTICOS AL PROMOVERLA CONTRA LEYES 

ELECTORALES FEDERALES O LOCALES. El artículo 105, 

fracción 11, inciso f), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece que los partidos políticos tie­

nen legitimación para promover acciones de inconstitucio­

nalidad contra leyes electorales federales o locales. Sin 
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embargo, esta legitimación se actualiza si se cumplen las 

siguientes condiciones constitucionales: al Tratándose de 

partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Elec­

toral, deberán promover lo acción de inconstitucionalidad 

por conducto de sus dirigencias nacionales y podrón impug­

nar leyes electorales federales o locales; y, b) Tratóndose 

de partidos políticos con registro estatal, deberón promover 

la acción de inconstitucionalidad por conducto de sus diri­

gencias y sólo podrán impugnar leyes electorales expedidos 

por el órgono legislativo del Estado que les otorgó el registro.')] 

ACCiÓN DE INCONSTlTUClONALlDAD. LOS PARTIDOS 
POLíTICOS NO TIENEN LEGITIMACiÓN PARA IMPUG­
NAR A TRAVÉS DE ESE MEDIO DE CONTROL CONSTI­
TUCIONAL LAS REFORMAS A LA CONSTITUCiÓN 
POLíTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN 
MATERIA ELECTORAL. Tratándose de los supuestos para 
impugnar una ley electoral por parte de los partidos polí­

ticos, el artículo 105, fracción 11, de la Constitución Político 

de los Estados Unidos Mexicanos exige que los nacionales 

la ejerzar a través de sus dirigencias contra leyes electora­

les federales o locales, y los locales únicamente contra leyes 

expedidas por la entidad federotiva que les otorgó registro 

como partido, esto es, se troto de un supuesto limitado tanto 

por el contenido material como por su ámbito de aplica­

ción, pues Su legitimación se circunscribe o las leyes electo­

rales que, precisamente, tendrán oplicación en los procesos 

electorales en que participarán, ya sea corno partidos na­

cionales o locales, sin que la Ley Suprema puedo catalo­

garse como una ley electoral. Sostener lo contrario implicaría 

afirmar que le son aplicables las reglas previstas en el 

)"nl(l"Oli() J'1}(i,'IIO" df- le: rC,l'('UIl'IUI' i ,u C;rVi:!O NüverlO rpoco, TOr'IO XXiX, oblll de 
7009, jl. 1098.!e'ils P:'J ,11/2009, IUJ' 167598 
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indicado artículo 105, fracción 11, esto es, que debiera promul­

garse y publicarse por lo menos 90 días antes de que inicie 

el proceso electoral en que vaya o aplicarse, y durante el 

mismo no podría modificarse sustancialmente, lo cual es 

insostenible, dado su carácter de Norma Fundamental, que 

irradio a todo el orden nacional y no frente a procesos elec­

torales en concreto, máxime si se porte del hecho de que 

éstos se llevan a cabo a nivel federal, estatal -incluidos 

los Municipios- y del Distrito Federal, en fechas distintas. 

Por tanto, los partidos políticos no tienen legitimación para 

impugnar, vía acción de inconstitucionalidad, el procedimiento 

de reforma constitucional, pues para ello se tendría, primero, 

que conceptual izar a la Constitución como una ley, además, 

darle un rango federal o local y, por último, clasificarla 

como electoral, lo cual, como se dijo, no es posible.?? 

Para el Magistrado Suórez Camacho,23la acción de incans­

titucionalidad puede ser considerada como un medio de contral 

jurídico constitucional abstracto por vía de acción, mediante 

el cual se puede impugnar por el ente, poder, partido político 

o porcentaje del órgano legitimado, las leyes electorales 

federales, locales o del Distrito Federal que consideren no se 

adecuen a la Ley Fundamental. 

Hay que tener presente las particularidades de la acción 

de inconstitucionalidad en materia electoral, por lo que las 

explicitamos: 

• El tiempo para ejercitar dicha acción es de treinta 

días naturales a partir de su publicación. 

n Semanario Judicial de lo Federación y su Gacela, Noveno Época, Tomo XXIX, abril de 
2009, p.1103, tesis P. VII!2009; IUS: 167592. 

n El Sistema de Control ConslitlJcranol en México, Ed. Porrúo, México, 2007, p. 421 
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o La procedencia de lo acción rodico en lo temporalidad 

a que está sujeto lo normativa electoral y se agregó 

como requisito de procedencia que sean promulgadas 

y publicadas noventa días antes del comienzo de la 

jornoda electoral. 
o 

o 

El tiempo paro sustanciar la acción de inconstituciona­

lidae san todos los días contemplados como hábiles. 

El Ministro instructor podrá requerir una opinión de 

lo Sola Superior del Tribunal Electoral del Poder Judi· 

cial de lo Federación. 

o Agotado el plazo, el Ministro instructor, dentro de los 

cinco días siguientes, deberá someter al Pleno su proyecto 

de sentencio para lo resolución definitiva de la litis. 

o El Pleno de la Corte deberó dar su fallo o mós tardar en 

cinco días una vez que el Ministro instructor haya pre· 

sentodo su proyecto de resolución. 

3. CONCEPTO DE PROPAGANDA ELECTORAL 

En este aportado presentaremos el concepto de propagando, 

distinguiéndolo de publicidad, así como de la propagando elec· 

torol, en específico, de acuerdo con el sistema legal mexicano, 

así como una glosa de los principales elementos que se 

encuentran en las tesis y votos particulares de los Ministros 

de la SCJN. 

al Propaganda electoral 

La palabra propaganda proviene del latín propagare, que 

significa reproducir; en sentida mós general quiere decir 

expandir, diseminor o propagar. Persigue influir en la opinión 

de los ciudadanos paro que adopten determinadas conductas; 
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supone un conjunto de acciones que, técnicamente elabora­

dos y presentados particularmente por medios de comuni­

cación colectivo, influyen en los grupos paro que se piense y 

actúe de determinados maneras. 

Lo propagando electoral 24 está íntimamente ligado o los 

compañas políticos que realizan los partidos y los candidatos 

que compiten en el proceso poro aspirar 01 poder. 

Lo compaña electoral comprende tonto el proselitismo 

como lo propagando. En ese sentido, lo propagando es uno de 

los mecanismos poro que partidos y candidatos den o conocer 

sus ideos y propuestos a lo ciudadanía, tratando de atraerlos 

poro que apoyen sus candidaturas con recursos y votos. 

La propaganda adquiere una importancia decisiva en los 

procesos electorales. Cado vez más lo propagando electoral 

difundida en los medios electrónicos (radio, televisión e Internet) 

ha venido teniendo un peso mayor, 01 punto de que muchos 

analistas consideran que lo político se hoce en los medios. 

Un problema que debe considerarse coda vez con mayor 

atencián, es no sólo la enorme importancia que han cobrado 

los medios como transmisores de la propagando político, sino 

lo peligrosa intervención que realizan algunos medios pode­

rosos paro convertirse en actores políticos, llegando a tener 

más fuerza y poder que los propios partidos. En nuestro país, 

en los últimos tiempos, tenemos casos en los que se habla de 

que ciertos candidatos o diversos puestos de elección popular 

lo son de la televisora tolo cual, o bien de que se ha formado 

en alguna Cámara Legislativa uno "telebancada". 

"Val "Propagando político", DICcionario Electoral, t. 1, MÉXICO, CAPEL-IIDH-UNAM/IIJ­
TEPJF-IFE, Son José de Costa Rica, 2003. 
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En principio, la propagando político electoral es uno activi­

dad lícita que influye decisivamente en la elección de los 

gobernantes, así lo demuestra el monto tan importante que 

los partidos políticos y los candidatos dedican a esa actividad 

en las campañas electorales. Por esa razón, se requiere una 

regulación legal que ha venido haciéndose cada vez más 

precisa, acotando los límites de gasto e incluso el contenido 

de los mensajes. Pero por otro lado, el gasto y las formas sutiles 

y hasta subliminales de hacer propagando electoral se han 

diversificado paro escapar a los controles que establece la ley. 

b) Distinción entre propaganda y publicidad 

La propaganda no difiere en esencia de lo publicidad, con­

cepto este último que supone dar a conocer algo, publicarlo 

y propagarlo con la finalidad de estimular la demanda de 

bienes y servicios. Este concepto persigue promover una con­

ducta en sentido determinado: es uno difusión de ideas que 

tiene, básicomente, fines mercantiles. Hay quien dice que la 

propagando electoral no es otra cosa que publicidad política 

muy inspirada en el sistema estadounidense de hacer polí­

tico. Ésta tiende a extenderse o lo mayor parte de las distintos 

naciones, aunque en algunas de ellas lo propaganda político 

electoral estó excluida de los medios masivos (mass medio, para 

usar el términO generalizado en inglés). Esta concepcián busca 

vender el producto en el que convierten a un candidato, un pro­

grama o unas ideas. Las técnicas utilizadas son las mismas de 

la venta de mercancías, en las cuales se utilizon (slogons) de fuerte 

impacto emocional que en nada difieren de lo promoción de 

un producto, o bien, en mensajes cortos (spols) que se hacen. 

fundamentolmente, a base de imágenes y con pocos concep­

tos. Esta úl"tima tendencia tiene como consecuencia empo-
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brecer la vida política y, en la práctica, nos aleja de la demo­

cracia deliberativa. Un gran analista político, Giovanni Sartori, 

ha estudiado en su libro Hamo Videns, no sólo el empobre­

cimiento de la vida política por la transmisión de información a 

través de imágenes, sino el empobrecimiento del conocimiento, 

porque es muy difícil transmitir conceptos abstractos de forma 

gráfica. En relación con la vida política y la democracia, 

Sartori apunta: 

Actualmente el pueblo soberano "opino'l sobre todo en función 

de cómo la televisión le induce a opinar. Y en el hecho de 

conducir la opinión, el poder de la imagen se coloca en el 

centro de todos los procesos de la política contemporánea. 25 

Hoy en día las campañas electorales presentan un manejo 

típicamente publicitario, donde incluso se abandona la difusión 

de ideas y se cambia por la venta de un producto, de una 

mercancía. 

La Corte Interamericano de Derechos Humanos ha dicho 

que esta libertad 

... es un elemento fundamental sobre el cual se basa la exis­

tencia de una sociedad democrática. Resulta indispensable 

para la formación de la opinión pública. También constituye 

una conditio sine qua non pora el desarrollo de los partidos 

El subtítulo del libro Homo Videns es muy sugerente: "la sociedad teledirigido". Esto 
Implico que los medios masivos, y específicamente lo televisión, se han convertido en un 
actor político, capaz de dirigir a la sociedad, de gobernarlo, lo que es la tarea política por 
excelencia. Dice Sartori mós puntualmente: "La televisión condiciona o puede condicionar, 
fuertemente al gobierno, es decir, las decisiones del gobierno: lo que un gobierno puede y no 
puede hacer, o decidir lo que va o hacer.' Ed. Taurus, Madrid, 1998, pp 66 y 67. 
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políticos, los gremios, las sociedades científicas y culturales 

y, en general, todos los que desean influir al público. 7Ó 

En efecto, lo democracia supone la participación de todos 

los ciudadanos, pero esa participación para ser efectiva, im­

plica la existencia de un debate público robusto que permito 

que los ciudadanos comprendan los asuntos públicos y puedan 

formarse una opinión informado sobre ellos; supone que 

puedan expresar y contrastar sus opiniones con otros miem­

bros de la comunidad; que se analicen, discutan y evalúen 

las políticos públicos y sus alternativas; en fin, que se alien­

ten las campañas de los partidos políticos, que se confronten 

ideas proyectos y que se rindan cuentos. 

Uno de los avances de las reformas constitucionales en 

materia electoral de los últimos años, ha sido el regular el 

conflicto entl·e las libertades de expresión e información y los 

derechos al honor, la intimidad yola propia imagen. Regis­

tramos que ha habido un incremento en el número de conflic­

tos entre los libertades de información y los derechos de los 

personas. 

e) Criterios iurisprudenciales sobre propaganda electoral 

En diversos criterios en materia electoral de la SCJN y del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de lo Federación (TEPJF), 

sean o no obligatorios, se definen conceptos y criferios para 

interpretar y aplicar adecuadamente lo norma constitucio­

nal en materia de propagando político electoral. Podemos 

el, MELENDEZ Florentil1, in~trU'llefllo., Interrl(lC/OIlClies ~,")bre Uerecho,; H:Jmuno 

upl, ubres (J lu Adrrlllw,lrución de JU.Il;ci() KOllrod ,\de'-o.Jer Sllftl!n(J-ll/l l(Jupl ,';n(Jel Porrua, 

MéXICO, 2006, p ~:;5 
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clasificar estas resoluciones en tres tipas: al obligaciones de 

las Congresos Locales y de las concesionarias de radia y televi­

sión; bl prohibiciones a distintas órganos del Estada y a partidas 

políticos para difundir cierta tipa de mensajes, y cl capacidad 

para sancionar a órganos estatales, concesionarios de medios 

y partidas políticas, par la violación a las normas constitucio­

nales y legales derivadas de ellas; esta sanción puede incluso 

suspender de inmediato la difusión de propaganda no permitida. 

Para una interpretación más amplio y sistemática de esta 

materia, hay que considerar también los votos particulares 

emitidos por varios Ministras de la SCJN. 

i. Obligaciones 

La primera obligación que destacamos es la de los Congresos 

Locales y se trata de una de carácter negativo: no podrán 

emitir leyes locales en las que autoricen a partidos o candi­

datos a contratar tiempos de radio y televisión para hacer 

propaganda política, electoral, en apoya de ellos o en 

demérito de otras candidatos a partidas. Esta obligación está 

claramente vinculada a la naturaleza de las acciones de in­

constitucionalidad, porque es una obligación, en abstracto, 

de no emitir disposiciones generales que contradigan la norma 

constitucional, la que se hace expresamente a los órganos 

legislativos de las Estados para que no quede duda de que 

ellos, en usa de su soberanía, pudieran autorizar lo que la 

Constitución Federal excluye. También puede decirse al res­

pecta que esta obligación de no autorizar la contratación de 

tiempos en radia y televisión para hacer propaganda electoral 

excluye expresamente esa materia del régimen interior de los 

Estados que se refiere el artículo 1 15 de la CPEUM. 
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La segunda obligación es la de los concesionarios de radio 

y televisión de reportar aliFE, tratóndose de elecciones fede­

rales, sobre lo prapaganda contratado con ellos por los partidos 

o candidatos. Esta es una obligación anterior a la reforma 

politica de 2007, en la que se saco del comercio la propaganda 

electoral en los medios masivos de información y estó fun­

dada en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 

Electorales (COFIPE, antes de su reformo en 2(08) y es un 

antecedente importante paro la modificación constitucional 

que impide a todo tipo de actores individuales, colectivos e 

institucionales contratar propaganda en esos medios. 

La conclusión nítida de esta resolución es que sólo ellFE 

tiene capacidad para otorgar y administrar tiempos en radio 

y televisión para hacer propaganda electoral, incluso en las 

elecciones estatales y municipales. 

ii. Prohibiciones 

No pueden difundirse programas de gobierno en los tiempos 

de campaña electoral y los poderes públicos tendrán que abs­

tenerse de hacerlo y si lo hacen incurren en responsabilidad. 

Esta prohibición incluye no sólo a los entidades de la ad­

ministración pública centralizada, sino también a los de lo 

descentralizada ya los órganos constitucionales autónomos. 

La resolución respectivo, para que no quede la menor duda, 

explicito que la prohibición se extiende "a los tres órdenes de 

gobierno, debido a que son quienes tienen a su cargo la imple­

mentación, ejecución y vigilancia de los programas". 

La segundo prohibición es la de denigrar o calumniar en 

general a las instituciones públicas, o los partidos y a los con-
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didatos en los tiempos oficiales que el IFE otorga a partidos 

y candidatos para que hagan propaganda electoral. Esta 

prohibición tiene, a nuestro juicio, no sólo un propósito nega­

tivo de evitar lo que se ha llamado "guerra sucia" de denuestos, 

insultos y ataques, sino la motivación positiva de que los tiem­

pos que se otorgan en los medios masivos sirvan para informar 

sobre los programas y propuestas de los partidos y los candi­

datos, entregando a los ciudadanos ese tipo de información 

para que la consideren como posible fundamento para su 

decisión de votar. La motivación positiva detrás de esta prohi­

bición es impulsar la democracia deliberativa que obliga a 

los partidos y candidatos a explicitar y difundir su propuesta 

política y que ésta se diferencie claramente o no de las otras 

propuestas. 

Parece necesario agregar que esta prohibición se hace 

exclusivamente para la propaganda electoral en radio y tele­

visión y no se extiende a otros medios impresos, espectacula­

res, bardas, volantes y redes electrónicas. Tampoco se excluye 

con esta prohibición que quienes tengan elementos para 

denunciar delitos ante las autoridades correspondientes lo 

hagan y lo difundan, pero no en los tiempos oficiales de radio 

y televisión que otorga el IFE, sino en cualquier otro medio. 

iii. Capacidad para sancionar 

La capacidad para imponer sanciones a quienes violen las 

disposiciones constitucionales es el otro elemento que quere­

mos destacar en los criterios emitidos por el Poder Judicial 

de la Federación en esta materia electoral. Esta capacidad de 

sancionar se extiende no sólo a los que denigran instituciones 

y partidos o calumnian a candidatos, sino a los órganos del 
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Estado, o cualquier nivel, o de los administraciones públicos 

centralizados o descentralizadas. 

Un aspecto importante de esta capacidad es que no sólo 

pueden imponer sanciones o los que violan lo norma constitu~ 

cional, sino que pueden ordenar la cancelación de lo propa­

ganda prohibida por la Norma Suprema y por lo ley. Ésta ha sido 

una de los focultades mós discutidos e incluso se ha preten­

dido evitar su aplicación por medio del juicio de amparo. 

4. ÓRGANOS ELECTORALES AUTÓNOMOS 
Y CELEBRACiÓN DE CONVENIOS DE 

COLABORACiÓN ELECTORAL 

Parece importante tener en cuento los característicos dellnsti­

tuto Federal Electoral (IFE), en tonto organismo constitucional 

autónomo, porque es una entidad fundamental en lo organi­

zación y desarrollo de los procesos electorales en México 

tonto o nivel federal como en los entidades de lo República. 

Debemos aclarar también que si bien las elecciones en las 

entidades federativas son organizados por los institutos elec­

torales locales, éstos celebran convenios de colaboración con 

ellFE, que es el organismo con más recursos, infraestructura, 

personal profesional en la materia y, sobre todo, quien maneja 

el Registro Federal de Electores (RFE), el cual o través de esos 

convenios, pone a disposición de los institutos locales. 

a) Concepto de Organismo Constitucional Autónomo (OCA) 

En México y en otros países de América Latina, los elecciones 

fueron organizados y controlados por el gobierno durante 

mucho tiempo. En el coso de nuestro país, por mós de seis 
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décadas funcionó un aparato gubernamental autoritaria que 

tuvo el control absoluta de los procesas electorales. Al plan­

tearse la democratización, se fueron tomando diversas medidas 

para dar garantías de que las procesos electorales serían 

manejados por arganismos autónomos, integrados pluralmente 

y manejados por ciudadanos probos y prestigiados que no 

debían ser miembros de algún partido. Así se llegó en la refor­

ma política de 1996 a la formación dellFE como organismo 

autónomo, inscrito en el artículo 41 de la CPEUM. 

La justificación jurídica y política para convertir aliFE en 

un órgano constitucional autónomo, es básicamente la de 

presentarlo como un organismo confiable a la ciudadanía y 

a los partidos para que concurrieran a los procesos electora­

les, con respeto a la ley y a los principios democráticos insertos 

en ella. 

También se estableció el Tribunal Electoral del Poder Judi­

cial de la Federación, que existía como un tribunal adminis­

trativo dependiente del Poder Ejecutivo, y que fue transformado 

dándole mayores atribuciones y colocándolo en la esfera del 

Poder Judicial. 

El jurista español Gorda Pelayo define a los órganos cons­

titucionales autónomos como aquellos que se establecen en 

la Constitución y que no se adscriben con precisión a ninguno 

de los poderes tradicionales del Estado. 

Son órganos de equilibrio constitucional y político, y los 

parámetros bajo los cuales desempeñan su función no pasan 

por los criterios inmediatos del momento sino que preservan 

la organización y el funcionamiento constitucional. En última 
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instancia, son órganos de defensa constitucional y de la demo­

cracia y, por eso, es preciso que estén contemplados en la 

Constitución a fin de que ella regule su integración y estructura 

para que su funcionamiento posterior sea independiente. 

Al respecto, Gorda Pelayo77 define algunas característicos 

de estos órganos, a saber: 

l. Deben estar establecidos y configurados directamente 

en la Constitución; 

2. Son necesarios para el Estado constitucional de 

derecho; 

3. Participan en la dirección política del Estado y de ellos 

emanan actos materialmente ejecutivos, legislativos o 

jurisdiccionales que contribuyen a orientar de modo 

decisivo el proceso de toma de decisiones; 

4. Tienen un rango equivalente a otros órganos tradi­

cionales del Estado, dado que mantienen con ellos 

relaciones de coordinación y nunca de subordinación; y 

5. Tienen autonomía orgánica, funcional y, en ocasiones, 

presu puestaria. 

En el coso de los países europeos podemos ubicar la existen­

cia de estos órganos no sólo en sus Constituciones, sino también 

en la interpretación constitucional que de ellas se deriva. 

Cfr. Cr\RCír\ PéLAYO, Munuel, Luo JrUrl, ürll,[lC'ünE<, [I'el ¡',ludo Cun:em¡.y)(uneo, 4" 
ed , Allmlza Eddo!ial, Madrid, 1,/()6 
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El casa latinoamericana es su; gener;s, cama la señala 

Walda Ansaldi, ya que desde las años ochenta la cuestión de 

la democracia está firmemente en las agendas políticas latino­

americanas y se convirtió como nunca antes en eje de las 

políticas interiores y exteriores, más allá de la retórica usual 

en los discursos de gobernantes y dirigentes.'8 

Existen otros criterios que, a juicio de la jurista María del 

Pilar Hernández, se pueden adicionar a los mencionados por 

Gorda Pelayo, en el caso de los organismo autónomos cons­

titucionales en materia electoral: 

l. La autonomía o independencia no exclusivamente 

formal sino también financiera. Los órganos constitucio­

nales autónomos exigen un presupuesto que no esté pres­

crito por la ley secundaria, sino que sea el resultado de 

los acuerdos políticos de alto rango y, por tanto, se inscri­

ban en una disposición constitucional que determine con 

precisión las bases sobre las que debe otorgársele. 

2. Integración de los órganos constitucionales autónomos 

y el estatuto de sus titulares. Este principio debe entenderse 

como la necesidad de que los titulares de los órganos cons­

titucionales autónomos, preferentemente, deben ser 

propuestos por el Poder Legislativo y electos con mayorías 

calificadas iguales o superiores a las dos terceras partes 

del Congreso; que los miembros de su instancia directiva 

(Consejo General en el caso delIFE) cuenten con las garan­

tías o estatuto personal de los Magistrados del Poder 

'lB Cfr. ANSALOI, Waldo, La Democracia en América Latina un barco a Jo deriva, Fondo de 
Culturo Económica, Buenos Aires, Argentina, 2008. 
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Judicial del Estado, esto es: la selección justa e imparcial, 

la inamovilidad, una remuneración suficiente, prohibición 

de su reducción y, en su caso, de su remoción. 

3. Los ór'ganos constitucionales autónomos deben ser ór~ 

ganas de carácter técnico y nunca político. Sus integrantes 

no podrán ser miembros o militantes de partido político 

alguno. 

4. Inmunidades. Este aspecto está íntimamente ligado a 

las garantías judiciales. Los titulares de estos órganos pue­

den ser 'emovidos por incurrir en responsabilidades. Sin 

embargo, deberán contar con cierto tipo de inmunidades 

que les permitan el pleno desempeño del cargo. 

5. Responsabilidades. Los órganos constitucionales autó­

nomos informarán periódicamente de sus actividades al 

Congreso y a los ciudadanos. 

6. Serán órganos transparentes. Los actos y decisiones de 

estos ór90nos, salvo casos excepcionales, pueden ser con~ 

sultados por cualquier ciudadano. 

7. Serán órganos permanentes, o bien, en caso de modifi­

cación, se podría exigir un procedimiento de reforma 

constitucional más reforzado que el procedimiento de 

reforma constitucional ordinario.'lY 

En el ceso de los organismos electorales, éstos surgen 

para satisfacer las exigencias democráticas y como garantes 

, HéRNANDEZ, Muria uel Pilur, 'Q'gurllomus i'lulonor'lOS Electoroles' en ,'(pt), '1l:) JUrl'c'r;,I, 

I1UT 1, MéXICO, Cl1crO-IUllio, 7Cl():l 
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de la imparcialidad en la elección de representantes y gober­

nantes. En el área latinoamericana, por mucho tiempo, la 

imparcialidad de quienes organizan las elecciones y la libertad 

del sufragio han sido carencias notables. La transparencia y 

la sujeción al Estado de derecho, son ejes torales de la acti­

vidad electoral. El jurista Owen Fiss señala que uno de los 

problemas más grandes de la región latinoamericana es el 

poder garantizar la independencia de los poderes, ya que 

los procesos de formación de las élites políticas han atrofiado 

a los sistemas políticos, por ende, a la toma de decisiones, 

caracterizándose por ser procesos de naturaleza oligárquica. 

Para Fiss la independencia implica na estar baja influencia o 

control de un poder externo a interno. Esta posición está relacio­

nada con la idea de la imparcialidad y la capacidad de no 

adquirir compromisos con actores políticos e institucionales. 3o 

En nuestra región, con la división de poderes siempre fue 

preponderante el Poder Ejecutiva, ya que el presidente o el 

caudillo imponía su voluntad sin el mayor consenso, caracteri­

zando a la decisión política de una unilateralidad férrea. 

Con los organismos autónomos se busca un proceso de 

diálogo como consecuencia de la colegialización plural de sus 

cuerpos directivos, lo cual tiene un impacto en su toma de 

decisiones, garantizando la imparcialidad e impulsando la bus­

queda de consensos. Ésta es una de las salidas más novedosas 

a uno de los problemas de las democracias contemporáneas: 

la crisis de la representación política. Según Cass Sunstein, 

jurista de la Universidad de Chicaga, "las instituciones democrá­

ticas en sus inicios se caracterizaran por pramover la deliberación 

,~ FISS, Owen, "The Limits of Judicial Independence", fnler-American Law Review, en 
Universily of Miami, número 25, 1993. 
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y limitar el riesgo de que oficiales públicos se convirtieran en 

meros voceros de los intereses de los votantes" (cita) La reflexión 

de Sunstein implica que la condición que conlleva la integra­

ción plural de los OCAs, es en esencia poder cumplir con lo 

perspectiva democrática en estricto sentido. 

En ese mismo senlido, el juristo alemán Peter Haberle 

explico que el ciudadano se ve afectado si no tiene lo posibili­

dad de ejercer en lo práclica su derecho 01 voto, o de utilizor 

efectivamente su libertad de opinián y de manifestación para 

fines políticos. En consecuencia, la pluralidad y la deliberación 

son criterios que se adoptan poro lograr el mejor desempeiío 

de los instituciones democráticas. Estos pautas se ven refleja­

das en lo dinómico de los OCAs.'1 

Respecto de la autonomía de los órganos electorales, 

además de los principIos mencionados por Gordo Pelayo, 

convendría distinguir cuatro ámbitos de la autonomía que 01 
final confluyen en el nivel de autonomía total del órgano elec­

toral. Estos ómbitos son: 

l. Autonomía político. Implico que lo calidad que tiene 

el órgano electoral de ejercer su función se realice de 

manera independiente sin sUleción o otro órgano y que 

las leyes que rigen su existencia le reconozcan el carácter 

de máximo autoridad en la materia. Dentro de este tipo de 

autonomía podemos dislinguir la pleno (cuando el órgano 

no está supeditado o poder alguno y, por tonto, es lo máxima 

autoridad electoral) y lo parcial (cuando algún poder tiene 

Hi\8ER~E, Pe ter. fl ESludo Con'-!I!!)l '0')01 l'lS'ltut ü Je Investlqnuürles Jurídl,-w,. UN,.:l.,'_~ 

r'VI"Xlcü, 2003, fl 193 
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injerencia en el desarrollo de la función electoral); final­

mente, es nula cuando el órgano electoral está supeditado 

a otro poder. 

2. Autonomía financiera. Se traduce en la garantía de 

independencia económica del órgano, lo que a su vez se 

refleja en la consolidación de la autonomía política. 

Es total cuando el órgano electoral elabora, apruebo y 

ejerce su presupuesto. Vale mencionar que se dan cosos 

-muy avanzados- en donde las prapias Constituciones 

señalan porcentajes presupuesta les para los órganos elec­

torales. Es parcial cuando el órgano aprueba su presu­

puesto pero carece de facultades para mantenerlo ante 

las decisiones del Ejecutivo o del Legislativo. La autonomía 

financiera es nula cuando el proyecto de presupuesto 

puede ser modificado por otro poder u órgano. 

3. Autonomía jurídica. Significa que el órgano sea capaz 

de autodeterminarse a través de la facultad reglamentaria. 

Es plena cuando el órgano emite sus reglamentos, tiene 

la facultad de iniciar leyes del ámbito de su competencia 

y se erige en órgano de control de la legalidad de los 

actos de los organismos electorales inferiores. Es parcial 

cuando sus decisiones son sometidas a la revisión de otro 

poder y su posibilidad de reglamentar es limitada. Es nula 

cuando algún otro poder le impone su propia normatividad. 

4. Autonomía administrativa. Consiste en la facultad del 

órgano electoral para establecer los parámetros de orga­

nización interna del mismo, así como de los organismos 

electorales que están a su cargo. Es total cuando tiene 

amplias facultades de administración de los recursos ma-

~ 
h 
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teriales y humanos del propio órgano electoral. Es parcial 

cuando el órgano electoral es limitado para su organi­

zación pero tiene ciertas facultades de nombrar personal. 

Finalmerte, será nula cuando la organización interna del 

mismo dependo de otros órganos del Estado. 

b) Base constitucional y legal poro lo celebración de 
convenios 

La colaboración entre organismos electorales se funda en los 

siguientes artículos de la CPEUM y del COFIPE: 

Artículo 41, fracciones III y IV de lo Constitución; 

Artículos 104; 105, numeral 2; y 106, numeral 1 del 

COFIPE 

Con fundamento en esas disposiciones, el Instituto Electoral 

Federal se caracteriza como organismo público autónomo, de 

carácter permanente, independiente en sus decisiones y funcio­

namiento, con personalidad jurídica y patrimonio propios. 

El IFE es la autoridad en materia electoral, responsable de la 

organización de las elecciones federales paro renovar a los 

integrantes de las Poderes Ejecutivo y Legislativo de lo Unión. 

Dicho función estatal se rige por los principias de certeza, 

legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad. 

Los disposiciones citados del COFIPE establecen los fines 

del IFE, su organizaci6n, el órgano supremo colectiva cole­

giado (Canse 10 General) y el servicio profesional electoral. 

El Consejero Presidente del Instituto, de conformidad con la 

dispuesta en el artículo 119, numeral 1, inciso b) del de dicha 

código, se e"cuentra facultada paro suscribir acuerdos de 
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colaboración interinstitucional con otros institutos electorales 

de las entidades federativas. 

s. EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD 
Y LA DEMOCRACIA 

A continuación desarrollaremos la parte teórica sobre el tema 

del control de constitucionalidad y sus consecuencias en el 

ámbito de la democracia constitucional. 

al Supremacía constitucional 

La supremacía constitucional es un principio fundamental de 

la dogmática iurídica contemporánea. Consiste en considerar 

a las normas contenidas en la Constitución como ierárquica­

mente superiores a cualquier otra norma en un sistema iurídico 

nacional. Esta aptitud reviste tanta importancia que se ha 

convertido en una idea operativa utilizada para elevar a algunas 

normas a rango constitucional y para sustraer sus contenidos 

de la libre disponibilidad de los Parlamentas. 32 

La supremacía constitucional se desarrolla en torna a las 

constituciones escritas que establecen órganos con competen­

cias delimitadas. En el Reino Unido tenemos una excepción 

a esta regla, porque el Parlamento tiene un poder ilimitado, y 

esto conlleva a que el Poder Constituyente en ese país se en­

cuentre identificado con el Poder Constituido. A este respecto, 

el jurista británico Jennings formuló un axioma: "La suprema­

cía del Parlamento es la Constitución."33 

:17 DíAZ RICCI, Sergio, "Supremacía de la Constitución", en DE VEGA, Pedro, MORO, 
Raúl, EstudiOS de Teoría del Estado y Derecho Constitucional en Honor de Pablo Lveas Verdú. 
IIJ-UNAM/Univer5Idad Complutense de Madrid, 2000 

J3 JENNINGS cit. Gran! Huscraft, Expounding The Constitution- Essays in Constitucional 
Theory, Cambridge University Press, 2009. 
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La causCl ontológico de la supremacía constitucional 

derivo de su contenido particular; esto es lo que se ha deno­

minado supremacía material de la Constitución. Las disposi­

ciones constitucionales organizan tanto 01 Estado como a lo 

sociedad, dotándolas de una estructura institucional y definida 

en términos jurídicos. Esto concepción se deriva de la idea de 

politeia en la Grecia clásica; en esta norma suprema se esta­

blecía la forma en que debía conducirse lo vida social en lo 

Ciudad-Estado. En la concepción moderno se establecen 

ademós los derechos fundamentales de las personas, las con­

diciones de libertad de las miembros del Estado y los pro­

cedimientos para conducir su interacción. 

Lo relevoncia de las normas constitucionales determina 

el imperativo de su estricta observancia. Esto produce como 

resultado que tales normas, par ser constitutivos de lo organi­

zación socio y de lo estatal, gocen de un considerable grado 

de estabilidad. Así, se considero que los normas constitucio­

nales son portadoras de un valor intrínseco superior a cual­

quier otro tipo de disposiciones legales. 

Las normas contenidas en una Constitución tienen una 

insustituible lunción estructuradoro del Estado. Burckhardt ha 

señalado que la Constitución (normas constituendi) cumple 

dentro del oldenamiento jurídico la función de señalar cómo 

se establecen, aplican y ejecutan las disposiciones que regulan 

conductas o modos de comportamiento (normas agendi)Jl 

Diaz Ricci explica que desde lo dimensión político, lo supre­

macia constitucional se encuentra solidariamente unida al 

B"n-khmdt (11 

de,' r 5100'0, Modrid, 
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Ed_ DY~lIb()n, p, 78 
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principio democrático. En efecto, la superioridad de la Consti­

tucián se alimenta de una base democrática fundamental: la 

soberanía popular. "El pueblo es el sujeto a quien en una demo­

cracia se reconoce la legitimación óntica para estructurar al 

Estado y, en consecuencia, establecer la Constitución y atribuirle 

el carácter supremo". 35 

En los regímenes políticas na democráticos, donde la Ley 

Fundamental se apoya en una voluntad autocrática, las nor­

mas básicas pueden ser ignoradas al arbitrio de los gober­

nantes en cualquier momento. En un sistema democrático, por 

el contrario, la voluntad popular incluida en el orden constitu­

cional no puede modificarse al arbitrio de los gobernantes, y 

en algunas normas llamadas "intangibles" o gráficamente "de 

piedra", ni siquiera por el Parlamento o por el Poder Reforma­

dor de la Constitución, sino sólo con la confirmación de un 

referendum constitucional que resuelve el pueblo como titular 

de la soberanía. 

La expresión de la voluntad popular requiere la existencia 

de un orden normativo como eje de las actividades estatales 

y la competencia de las mismas. 

La fórmula antes expuesta está referida en el caso Marbury 

vs. Madison, cuando el Juez Marshall de los Estados Unidos 

de América, estableció: "El ejercicio a este original derecho 

es un esfuerzo muy grande que no puede ni debe ser frecuen­

temente repetido. Por consiguiente, los principios así esta­

blecidos son considerados como fundamentales. Y como la 

3, Op cit, p_ 898 
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autoridad de los cuales ellos proceden es suprema y puede 

raramente actuar, ellos estón concebidos para ser per­

manentes". 36 

Desde le óptica jurídica, la supremacía constitucional 

implica un oeden jurídico con base en un sistema de fuentes 

de derecho cuyo posicionamiento es jerórquico. La fuente 

móxima es la Constitución o Ley Fundamental (como la llaman 

en Alemania); ella establece la forma en que nacerón las 

normas de carócter ordinario. Esta idea de supralegalidad 

implica una correspondencia entre el contenido constitucional 

y el de las normas secundarias. La Constitución tiene una función 

normativa, esto se desprende de un determinado orden 

jurídico, puesto que permite la creación sucesiva de los di­

ferentes elementos que lo forman. Los materiales jurídicos se 

relacionan en cadenas de validez en donde la función 

constitucionClI explica su alcance y significado. 

b) La Constitución, base del orden ;urídico 

El concepto de orden jurídico, contrariamente a lo que podría 

suponerse, no es un concepto jurídico primario, es inter olio, es 

decir, presupone: 1) el concepto de norma, y 2) el de facultad. 

Si observamos con atención el concepto de orden jurídico, 

podemos percatarnos de que la facultad es la función funda­

mental en dicho orden, y permite la creación e identificación 

de los diferentes elementos que la componen. Las actas que 

crean y aplican las facultades no san independientes unos 

, CIENFUEGOS, David (conlp,l. i\1arbul)i con/ro Mad,so"-una declsrón hls.'órlcu pala ,'a 
/usirua consil/uCiOflOi, Un;versldod Autóno!l1O de Coohu,lo. 2007 
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de otros; los materiales jurídicos se encuentran de tal forma 

relacionados que para que el orden jurídico opere es nece­

sario que los actos jurídicos condicionantes, activen a los actos 

jurídicos condicionados, esta conexión permite la creación 

escalonada del derecho. 

Puesto que los actos jurídicos se encuentran condiciona­

dos por las hipótesis jurídicas que los preceden, entonces 

éstos pueden representarse como un facultad sucesiva donde 

los actos jurídicos son condición para los demás actos. 

Con la expresión orden jurídico, las juristas se refieren a 

un conjunto de materiales como san los actos legislativos, 

los procesales y los de ejecución. Todos ellos en conjunto crean 

y aplican principios que los subyacen y su función consiste en 

prescribir actos de conducta humanos, que se denominan 

desde la antigüedad preceptos, reglas, órdenes y mandatos. 

Para el jurista Rolando Tamayo y Salmarán, el orden jurídico 

implica dos componentes: el fáctico que son actos de creación 

del derecho, y el normativo, que son normas jurídicas apli­

cadas por tales actos. Ambos componentes se encuentran 

inseparablemente relacionados. 

Con respecto a la función constitucional, entendemos que 

la norma faculta el acto de creación subsecuente, la cual será 

otra norma. H. L. Hart la denominó Power Confering Rule, es 

decir, una norma que confiere al individuo la potestad de 

crear actos jurídicos válidos. La relación entre cada una de ellas 

adquiere el status de relación genética, que tiene como resul­

tado la función constitutiva por la cual se determinan las con­

diciones bajo las cuales se realizan los actos de órganos 

constituidos. 
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No cabe duda que el concepto fundamental que explica 

la relac'lón qenética y determinativa de la función consfltu­

cional es el de facultad, que designa un acto por el cual se 

inviste otro acto de habilitación, o como se expresa en alemán: 

un acto que confiere poder 'Erméichligung' para crear o 

derogar el derecho]' 

c) La constitucionalidad y el conflicto de normas 

Para el jurista alemán Robert Alexy, la declaración de incons­

titucionalidad de una ley implica una contradicción en el nivel 

de los juicios acerca de las normas. El profesor alemán agrega 

que la naturaleza del control de constitucionalidad conlleva 

la idea de que la actividad de un tribunal no sólo es de caróc­

ter proporcional o discursivo, sino además de carácter ins­

titucional o autoritativo. Esto quiere decir que no sólo la 

actividad jurisdiccional enuncia la inconstitucionalidad, sino 

que invalido los actos inconstitucionales provenientes del que­

hacer legislativo.'B 

Atendiendo a diversos contextos históricos y lurídicos, la 

disyuntiva de someter o consideración de los jueces una contra­

dicción entre órdenes normativos es acto cruciol poro el equi­

librio de poderes; pero en algunos casos no es claro el porqué 

interviene la justicia en las leyes que fueron elaboradas por 

los Parlamentos o Congresos, atendiendo a la naturaleza 

democrática de su función. 

F:I'nrJ,hj'fJ~;rlq ?u'l' r ui;r"" de, ,/erllun:Ulil:(j('I' ('r)?'; "ot '-,'O Kc" ': [r',:u:_,,;t,UU,'l'l_ ;'.utOII1<" 

'I('Jb l!lar, dar OOdor apudelorse, uut:J'IZCJ' poopr [-'ude:" L!nlversui'Nürterbu('!l Ó, ,'/,o'-"lhcl'" 

2CJ(lc 
,A,NDRES I Br\~lt!, Per1ertn, ,-", iXY, Roberl, J,!t'( E"; Y Pnndl'(O( ,',,~ on]Uf'lfOr:luirvu, lj,\,j '\[·,1 

II!, ,',1éxIC0, 200ó 
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Se ha pensado que la clave para poder entender la natu­

raleza de este aparente choque de competencias nos la pro­

porciona el ¡urista italiano y expresidente del Tribunal Constitu­

cional de ese país, Gustavo Zagrebelsky: hacer la distinción 

entre razón-pasión. Según este autor, las Cortes deben conver­

tirse en una "aristocracia del saber"; estas últimas están llamadas 

a contener la tendencia de la democracia a degenerar en 

demagogia y fi¡ar un punto firme para el desarrollo de la 

sociedad actua 1. 39 

Otra perspectiva en cierto modo opuesta, es la de la ¡us­

ticia constitucional como función que reconoce una suerte 

de primicia al legislador democrático, en tanto intérprete au­

téntico de las concepciones éticas y políticas de la comunidad, 

e insiste sobre el necesaria sel! restrain! del legislador. Si aten­

demos a este punto de vista, podemos estar en presencia de 

uno de los casas más difíciles para la ¡usticio: provocar en el 

seno de la saciedad una serie de efectos sociales, políticos y 

económicos con sus resoluciones, en vistas a lograr soluciones 

¡ustas. 

d) Legitimidad procedimental y sustantivo 

Desde el punto de vista de la doctrina, la legitimidad de las 

decisiones políticas puede ser estudiada desde das puntos de 

vista: el procedimentolismo y el sustantivismo. La pastura 

procedimentalista implica que lo único importante para eva­

luar la legitimidad de una decisión política, y como tal, el único 

criterio relevante para rendirle respeto u obediencia, es el 

39 ZAGREBElSKY, Gustavo, "Jueces Constituciones", en CARBONELL, Miguel, Teoría del 
Neoconstitucionalismo, Ed. Trotta-IIJ-UNAM, Madrid, 2007, p. 100 
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procedimiento de toma de decisiones. La postura más radical 

de este posicionamiento, consiste en advertir que los desa­

cuerdos sustantivos son tan amplios, tan profundos y tan persis­

tentes, que sólo queda confiar en los procedimientos para 

fundar uno teoría de legitimidad. 

Desde lo óptico institucional, esto significo que el último 

criterio de legitimidad debe residir en el procedimiento que 

honra del mejor modo posible el derecho de participación y 

se denomino "reglo de lo mayoría", expresada en las elec­

ciones y el procedimiento legislativo. La regla de lo mayoría 

no sólo es una solución pragmática a las circunstancias de 

la política, es la única que impide que una minoría intente 

reformar al sistema." Lo ideo del procedimentalismo radical 

no se sostiene, debido o que lo justificación de lo elección de 

un procedimiento como el democrático, puede considerarse 

como el más opto poro tomar decisiones correctas desde el 

punto de visto sustantivo, o bien a que dicho procedimiento 

honra mejor a determinados valores sustantivos subyacentes, 

como los principios de igualdad o de autonomía. La postura 

radical conllevo una negación de que otros procesos sean 

más legítimos que el procedimiento democrático en sí mismo. 

-'- f-r[m¡-esco Violo, se cLJeshor1o SI la poMura sostenido por Ocltores como Bobb,o y Kelsen 
con respecto 01 prinCipio procesal de k, mayorio COl1lO el mós distintivo o el úniCO Violo 

afirma: 'SI es verdud que los valores constitucionales son il,ternos o los procedlmlerltos demo" 

crOtICOS, y no son solamente condiciones externas de su correcto funciono miento, el1tO'lceS 

deberó ser puesto ell duda una concepClórl mero mente procedirllental de la dBmocrOCIO' 
\(,010 nos proporCiono una clave poro entellder este dilema, "Corno puede notorse fócilmerlte, 

el modo de entelldel uno ConstitUCión depende del modo de enlender la democroCla_ Esto 
podró ser conslde"odo solamente con10 el conjunto de 'reglas del luego', si es pOSible atnbuif 

a lo ConstitUCión Jno completo outosuf,uencia. Pero si esto no es posible entonces debernos 
revisor profundar1l9ilte nuestro concepto de democracia' Cfr VIOLA, Francesco, La democracia 
ddrhemtivu entre constituclonallsOlo y mullicu/turallsmo, UNAM-IIJ, (Javier Saldoño,·traductor), 

México, 2006 
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La segunda postura, el sustantivismo, conlleva el supuesto 

de que para evaluar la legitimidad de una decisión política, 

es necesaria la corrección esencial de las decisiones, siendo 

indiferente la cuestión del procedimiento. La perspectiva radi­

cal de esta postura implica tomar coma irrelevantes las ideas 

de autoridad, procedimiento y respeta a las decisiones políti­

cas en una saciedad marcada por el pluralismo. Las decisiones 

políticas san legítimas sólo si san congruentes can aquella 

que consideramos justo, y no merecen el respeto u obediencia 

cuando no concuerden con las ideas generales. Esta idea ha 

sido combatida por John Rawls, quien argumenta la posición 

a favor de la necesidad de los procedimientos porque hay 

posiciones que son irreconciliables respecto a puntos básicos 

de la organización social. 4l 

Esta postura converge en la siguiente disyuntiva: la nega­

ción absoluta de cualquier forma procedimental, incluyendo 

el procedimiento democrótico, y se convierte en una opción 

bastante oscura, ya que la negación absoluta del proce­

dimiento conduce a una posición que no podría ser contras­

tada en la realidad. 

Esencialmente la división de poderes se traduce en la 

sujeción del poder del Estado a la Constitución y a las leyes, 

de las que no puede disponer y a las que no puede violar. 

Por tanto, queda así obligado a garantizar el ejercicio de los 

derechos humanos. 

41 En liberalismo PolítiCO, Rowls se (entró en lo cuestión de la estabilidad: ¿puede perdurar 
una sociedad que se base en los dos principios de la justicia? En Liberalismo Político, Rowls 
introdujo la ideo del consenso superpuesto -o acuerdo sobre lo justiclo como equidad entre 
ciudadanos que pertenecen o distintos religiones y visiones filosóficos (o concepciones del 
bien). En este texto, asimismo, introdujo lo Ideo de lo razón pública -la razón común de todos 
los ciudadanos_ Cfr_ RAWLS, John, Liberalismo PolítICO, Editorial Critica (Trad. Antony 
Doménech), Barcelona, 1996. 
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En el casa del Reino Unido, su sistema político carece de 

una Constitución escrita y también de un sumario de derechos 

humanos que pudieran sujetar al legislador en su actividad. 

Los BIlis 01 F'ights, tienen simplemente el rango de ley y, par 

tanto, pueden ser derogadas o modificados por el legislador. 

Sin embargo, en el Reino Unido se observa un alto grado de 

cultura de la legalidad, y esto a su vez implica una real división 

de poderes, lo que a su vez exige la sujeción de los poderes 

a la ley (Rule al Law). 

El juristo Joseph Raz explica el concepto de Estado de 

derecho y sus alcances en las sociedades contemporáneas, y 

señala que todas las disposiciones jurídicas deben ser pros­

pectivos, abiertas y claras. Ademós las disposiciones jurídicas 

deben ser relativamente estables. La incertidumbre generada 

por la inestabilidad del derecho afecta o lo planeación y 

acción de las personas. El argumento es que únicamente si 

el derecho es estable los personas son guiadas por su cono­

cimiento del contenido jurídico. El segundo supuesto es que 

el establecimiento de disposiciones jurídicas particulares debe 

ser guiado por disposiciones jurídicas generales. Finalmente 

para Raz, le independencia del Poder Judicial tiene que ser 

garantizada. Los normas para designar o los Jueces y emplea­

dos del Poder Judicial deben estar orientadas para garantizar 

que los funcionarios ludiciales estén libres de presiones de 

cualquier tipo, salvo aquellas que les demande el derecho." 

Por su porte, el célebre Hans Kelsen sostuvo que la gra­

dacián del orden jurídico bajo la suposición que la Norma 

El Estooo ele Jerccno y Sil virtud, en Miguel Cnrhonell, "N·stano ()roZ("o y Rodulio 
VÓ7quez E"tudo l;~ Derecho: Cor'cep!o, Fundamento, y DeI'IOCtoIJ7:)CIÓr¡ f'll 

SiQlc XXI fOltore'., MéXICO, 200? 
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Fundamental es la más alta escala del arden jurídico positivo 

lo representa la Constitución, tomada en sentido material del 

vocablo, cuya función esencial consiste en regular los órganos 

y los procedimientos de producción jurídica general, es decir, 

de la legislación. 

Atendiendo al jurista español Pedro de Vega, la más clara 

finalidad de la supremacía constitucional es el control de la 

constitucionalidad además de tener servicio de un objetivo 

político: hacer perdurar el orden establecido por la volun­

tad popular. Con esa finalidad, se pone al servicio de la 

conservación y protección del orden constitucional estable­

cido, un sistema jerárquica de validez porque el acto inferior, 

para ser válido, debe encontrarse en concordancia con el acto 

superior que lo determina, un acto con sentido contrario resulta 

invólido, carece de existencia en el sistema jurídico y debe ser 

enunciado como inconstitucional. 

6. MARCO SOCIO POLíTICO 

Las elecciones presidenciales celebradas el 2 de julio de 200á 

se dilucidaron por un margen muy estrecho. Tras finalizar el 

reñidísimo escrutinio, el Instituto Federal Electoral declaró 

ganador al candidato del Partido Acción Nacional, PAN, Felipe 

Calderón, al haber recabado el 35,89% de los votos. Su gran 

rival, Andrés Manuel López Obrador, postulante de la Coalición 

Por el Bien de Todos (integrada por el Partido de la Revolución 

Democrática, PRO; el Partido del Trabajo, PT; y el Partido Con­

vergencia, PC), obtuvo el 35,31 %, y más lejos quedó el aspirante 

priísta, Roberto Madrazo (22,3%). Paco después de que estos 

resultados se hicieran oficiales, López Obrador anunció que los 

impugnaría. En los comicios legislativos desarrollados ese mismo 

día, el PAN obtuvo 206 escaños en la Cómara de Diputados; 
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Por el Bien de Todos logró 160 (127 del PRD, 16 del PT y 17 del 

PC); y la Alianza por México, 121 (103 del Partido Revolucio­

nario Institucional, PRI y 18 del Partido Verde Ecologista de 

México). A partir de ese momento, México se vería sumido en 

una doble crisis. Por un lado, lo generada como consecuencia 

de una revuelto que tuvo lugar en Oaxoco y cuyo chispo inicial 

había sido uno huelgo de maestros. Por otra, la derivado de 

lo resistencio del PRD o reconocer lo validez de los resultados 

de los elecciones presidenciales, lo que no impidió que 

Calderón tomara posesión de la jefatura del Estado, según 

lo previsto, el 1 de diciembre de aquel año 2006. 

7. MARCO INSTITUCIONAL-ESTATAL 

El 13 de abril de 2007 se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación, la Ley para la Reforma del Estado que constituye 

un programo de acción legislativa para tratar de concretar uno 

serie de reformas en cinco rubros fundamentales: 

Ley para la reforma del Estada 2007. 

• Régimen de Estado y de Gobierno 

• Democracia y Sistema Electoral 

• Federalismo 

• Reformo 01 Poder Judicial 

• Garantías Sociales 

Fuente: Elaboración propio con base en Zovatto y Orozco (2008) 

Se trata de un esfuerzo ambicioso que tal vez sea precisa­

mente par ello, corre el riesgo de ser un buen deseo pero los 

hechos impracticables. No obstante es una prueba palpable 

de que el tema de la reforma de instituciones sigue estando 

pendiente en el praceso de consolidación democrática. 

169 
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El sistema de elección presidencial ha permanecido inva­

riada desde la expedición de la Constitución de 1917, cuando 

se estableció una elección directa por mayoría simple, en 

único turno electoral. 

Recientemente de manera particular como resultado de 

los cerrados resultados del praceso electoral de 2006 para 

renovar la presidencia de la República y el reduc"ldo porcentaje 

de votación con la que se resolvió la elección a favor del 

ganador, se ha instalado en el debate público la conveniencia 

de la mayoría absoluta con dos vueltas. 

Hasta 1990 las leyes electorales no preveían que los esta­

tutos de los partidos políticos contaran con procedimientos 

democróticos para la elección de sus dirigencias ni para la 

selección de candidatos a cargos públicos de elección popu­

lar. A partir de ese año, el nuevo COFIPE que incorporó el 

requisito de que los estatutos de los partidos políticos, tanto 

en la integración y la renovación de su órganos directivos 

como en la postulación de sus candidatos, debían prever normas 

y procedimientos democráticos. 

A finales de los años noventa y a pesar de la ambigüedad 

legislativa, a partir de la facultad de interpretar omisiones y 

lagunas legales el Tribunal Electoral cambió el criterio que había 

prevalecido hasta entonces y consideró que tanto ellFE como 

el Tribunal eran competentes para conocer los actos de la vida 

interna de las partidos, para verificar que éstos se ajustaran 

a sus normas estatutarias y para constatar que lo dispuesto 

por estas normas cumplían con ciertos elementos mínimos 

para poder ser consideradas democráticas. 
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Teniendo como marco el contexto de la reforma elecloral 

de 2007, presentamos a continuación una selección de tesis 

emitidos por el Poder Judicial de la Federación, en donde se 

establecen criterios para la regulación de los tiempos de 

difusión en los espacios de radio y televisión de propaganda 

con fines electorales: 

PERMISIONARIOS y CONCESIONARIOS DE RADIO Y 

TELEVISiÓN. CONFORME A LOS ARTíCULOS 41, BASE 

111, APARTADO B, Y 116, FRACCiÓN IV, INCISO 1), DE LA 

CONSTITUCiÓN POLíTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, LAS LEGISLATURAS ESTATALES TIENEN 

PROHIBIDO EMITIR LEYES QUE AUTORICEN A AQUÉ­

LLOS PARA PROPORCIONAR ESPACIOS DIVERSOS A 

LOS TIEMPOS OFiCiALES ADMINISTRADOS POR EL INS­

TITUTO FEDERAL ELECTORAL. El artículo 41 de lo Consti­

tución Político de los Estados Unidos Mexicanos, reformado 

mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede­

ración del trece de noviembre de dos mil siete, establece 

los reglas a que deben sujetarse las elecciones libres, autén­

ticas y periódicas en el país, y fija las normas aplicables 

para el u~,o que hagan los partidos políticos de los medios 

de comunicación social. Por su parle, el orlículo 1 16, fracción 

IV, inciso ,), de lo Constitución Federal, reformado o través 

del indiccdo Decreto, dispone que los Constituciones y las 

leyes esta1"0les en materia electoral garantizarán que los par­

tidos políticos accedan o lo radio yola televisión, con­

forme a las normas establecidas por el Aportado B de la 

Base III del artículo 41 de lo propia Constitución. Así, para 

lo difusión de propaganda política con fines electorales en 

dichos medios de comunicación, las Legislaturas Estatales 

deben adecuar su legislación al nuevo modelo de comuni­

cación de los partidos políticos con la sociedad que instituye 

la señalado Base 111, conforme a la cual, las transmisiones 
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de tiempos oficiales con cobertura local debe administrarlas 

exclusivamente el Instituto Federal Electoral. Por tanto, 

las legislaturas estatales tienen prohibido emitir leyes que 

autoricen a los concesionarios o permisionarios de la radio 

o la televisión, cualquiera que sea su modalidad, para pro­

porcionar espacios diversos a los tiempos oficiales adminis­

trados por el mencionado Instituto. 43 

RADIO Y TELEVISiÓN. El ARTíCULO 79-A DE LA lEY 
FEDERAL RELATIVA, NO CONTRAVIENE El ARTíCULO 
41, FRACCIÓN 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA CONSTI­

TUCiÓN POLíTICA DE lOS ESTADOS UNIDOS MEXI­

CANOS. El citado precepto legal, al imponer a los concesio­

narios del servicio de radiodifusión la obligación de informar 

al Instituto Federal Electoral, tratándose de elecciones 

federales, sobre la propaganda contratada por los partidos 

políticos o por los candidatos a cualquier puesto de elec­
ción, no contraviene el artículo 41, fracción JI, párrafo primero, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­

nos, ya que no instituye derecho alguno a favor de los 

candidatos para contratar propaganda electoral de manera 

directa, sino que únicamente impone a los concesionar·los 

la obligación de presentar la información aludida. 44 

PARTIDOS POLíTICOS. El ARTíCULO 61, FRACCiÓN 11, 

INCISO D), DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO DE 

COLIMA QUE REGULA El ACCESO DE DICHOS INS­

TITUTOS A lA RADIO Y TELEVISiÓN PRIVADAS, NO 
CONTRAVIENE El PRINCIPIO DE EQUIDAD CONTE­

NIDO EN El ARTíCULO 116, FRACCIÓN IV, INCISO G), 

4J Semanario judiCial de lo Federación y su Gaceta, Noveno Época, Tomo XXVIII, septiembre 
de 2008, p. 609, tesis P.!J. 99/2008; IUS: 168836 . 

•• /bid., Novena Época, Toma XXVI, diciembre de 2007, p. 1086, tesis P:/J. 60/2009; 
IUS: 170637. 
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DE LA CONSTITUCiÓN POLíTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. La reforma a la fracción II del artículo 
61 del Código Elecloral del Estado de Colima introdujo un 
novedoso procedimiento poro el mejor control de lo distri­

bución de tiempos y gastos en la radio y la televisión privadas 

durante el proceso electoral, con la clara intención de que 

la autoridad encargada de organizar los comicios fiscalice 

directamente lo que los partidos políticos gastan en esos 

medios de difusión, lo cual evidentemente comulga con el 

imperativo constitucional previsto en el artículo 116, frac­

ción IV, inciso g), de la Constitución Federal, que le impone 

el deber a dicha autoridad de propiciar condiciones de equi­

dad para el acceso de los partidos a los medios de comuni­

cación, lo cual sólo se garantiza a plenitud si el propio 

Consejo General del Instituto Electoral Estatal sirve de inter­

mediario en la distribución, asignación y contratación de 

esos instrumentos modernos de difusión, y que en este caso 

sirven de vehículos de propaganda electoral. Ahora bien, 

la expresión contenida en el mismo precepto en el sentido 

de que los partidos políticos realizarán la contratación de 

radio y televisión privados " ... con cargo al presupuesto que 

les corresponda por concepto de propaganda en el año de 

la elección, ... " no debe identificarse como una restricción 

paro que los partidos políticos sólo puedan disponer hasta 

el límite de su financiamiento público paro la adquisición 

de tiempo en esos medios de comunicación, pues es inexacto 

que dentro de la ley impugnado hoyo alguna erogación 

oficial etiquetada bajo aquella denominación y, por tanto, 

el presupuesto al que alude esa frase se refiere al gasto 

previsto que cada instituto político hubiese él mismo pro­

gramado poro difundir su propaganda durante el periodo 

electoral. En efecto, entre los prerrogativas con que cuentan 

los partidos políticos en esa entidad federativa, se encuentra 

la de obtenerfinanciamiento público paro sus gastos ordi­

narios, así como el adicional poro la obtención del voto 
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durante el año de la elección, y otro más para apoyar las 

actividades relativas a la educación, capacitación, investi­

gación socioeconómica y política, así como a sus tareas 

editoriales; sin embargo, ninguno de ellos se identifica 

como presupuesto por concepto de propaganda, de ma­

nera que el repetido presupuesto no necesariamente se 

integra limitativa mente con dicho apoyo económico oficial, 

sino más bien con los recursos que cada partido estime 

necesarios destinar para propagar sus candidaturas, por 

lo que en la norma impugnada no está condicionando el 

gasto en radio y televisión privada al límite del finan­

ciamiento público ordinario o para la obtención del voto 

de los partidos. Por tanto, la norma legal lejos de propor­
cionar lo inequidad en la distribución del tiempo en radio 

y televisión privada, atiende a una realidad consistente en 

que no todos los partidos tienen el mismo potencial econó­

mico y, en consecuencia, lo que podrían presupuestar 

también para propaganda en radio y televisión, sea que 

provenga del financiamiento oficial para la obtención del 

voto, o de recursos propios, lógicamente tendrá que ser 

diverso, y la norma lo único que hace es recoger esta situa­

ción de hecho para plasmarla dentro de la mecánica de con­

tratación del espacio en esos medios de comunicación. 45 

INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. ES LA ÚNICAAUTORI­
DAD FACULTADA PARA ADMINISTRAR LOS TIEMPOS 
OFICIALES EN RADIO Y EN TELEVISiÓN A QUE TEN­
DRÁN ACCESO LOS PARTIDOS POLíTICOS, INCLUSO 
TRATÁNDOSE DE ELECCIONES ESTATALES. La admi­
nistración de los tiempos oficiales que los concesionarios 

o permisionarios de radio y televisión deben destinar para 

fines electorales es una atribución privativo a nivel nacional 

"5/bid., Noveno Época, Tomo XXIII, mayo de 2006, p. 1015, tesis p.jJ 57/2006; IUS-
175044. 



del Instituto Federol Electoral, incluso tratándose de eleccio­

nes en los Estados, pues la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos no hoce distinción alguna que 

habilite a los permisionarios gubernamentales para dotor 

libremente, dentro de sus señales de transmisión con cober­

tura local, de espacios para uso de los partidos políticos o 

de las autoridades electorales locales, sino que están 

constreñidos a facilitar lo disponibilidad de los tiempos 

oficiales y sólo dentro de ellos permitir la difusión de pro­

paganda electoral. Por tonto, las autoridades electorales 

locoles no pueden ser investidas de la atribución para admi­

nistrar alguno modalidad de acceso de los poriidos políticos 

o los estaciones de radio y canales de televisión, pues su 

función en este aspecto constitucionalmente se limita a 

servir de conducto de los determinaciones que en la materia 

disponga legalmente el Instituto Federal Electoral, qUien por 

ser titular de la facultad de administrar los tiempos oficiales 

en dichos medios de comunicación, tiene encomendado 

uno funci6n que, desde el punto de visto técnico, se define 

como la realización de todos los actos mediante los cuales 

se oriento el aprovechamiento de los recursos materiales, 

humanos. financieros y técnicos de uno organización hacia 

el cumplimiento de los objetivos institucionales, entre los 

que se encuentra el control del acceso de los partidos polí­

ticos o los aludidos medios de comunicación.'H) 

PROPAGANDA POLÍTICA ELECTORAL. LA INCLUSiÓN 

DE PROGRAMAS DE GOBIERNO EN LOS MENSAJES DE 

LOS PARTIDOS POLíTICOS, NO TRANSGREDE LA NOR­

MATIVA ELECTORAL. De la Interpretación sIStemático de 

los artículos 41, párrafo 2, base 111, apartado e, y 134 de lo 

. Ibld., Novel1--1 Epoca, lomo XXVIII, sephembre ¡-jp 2008, p 593, tesIS r~:J 1 :JO:¿'.'UiJ
,; 

IU:,- 168899 
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Constitución Político de los Estados Unidos Mexicanos; 347 

del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec­

torales; así como 2, inciso h), del Reglamento del Instituto 

Federal Electoral en Materia de Propaganda Institucional 

y Palitica Electoral de Servidores Públicos, se colige que la 

utilización y difusión de los programas de gobierno con fines 

electorales se encuentra prohibida a los poderes públicos, 

los órganos autónomos, las dependencias y entidades de 

la administración pública y cualquier otro ente de los tres 

órdenes de gobierno, debido a que son quienes tienen a 

su cargo la implementación, ejecución y vigilancia de su 

desarrollo. Por tanto, los partidos políticos pueden utilizar 

la información que deriva de tales programas, en ejercicio 

del derecho que les concede la legislación para realizar 

propaganda política electoral, como parte del debate 

público que sostienen a efecto de conseguir en el electora­

do un mayor número de adeptos y votos. Ello, en tonto 

que dichos programas resultan del ejercicio de las políticas 

públicas, cuyo contraste puede formularse por los demás par­

tidos que expresen su desacuerdo, lo que fomenta el debate 

político. 47 

COMISiÓN DE QUEJAS Y DENUNCIAS DEL INSTITUTO 

FEDERAL ELECTORAL. ESTÁ FACULTADA PARA SUSPEN­

DER LA DIFUSiÓN DE PROPAGANDA POLíTICA O 

ELECTORAL. De lo interpretación sistemático y funcional 

de los artículos 52, 368, párrafo 8 y 365, párrafo 4, del 

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electora­

les, se advierte que la Comisión de Quejas y Denuncias 

del Instituto Federal Electoral está facultada para ordenar 

que se suspenda la difusión de propaganda política o 

<7 Sala Superior, versión electrónica, Tomo XXVIII, diciembre de 2007, tesis 2/2009, p. 1 086 
Registro: IUS 1204. 
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electoral en radio y televisión, como medida cautelar, a fin 

de evitar que se produzcan daños irreparables a los actores 

políticos, se vulneren los principios rectores del proceso 

electoral y, en general, se afecten bienes jurídicos tutelados 

constitucional y legalmente. En efecto, el legislador previó 

que, en lo instouración del procedimiento especial sancio­

nador, se dividieran los funciones de los órganos que lo 

deben instrumentar y resolver; así, reconoció a favor de 

la citada Comisión la facultad de decretar la aludida me­

dida provisional dada la urgencia de la determinación, y 

dejó el pronunciamiento de la decisión final al Consejo 

General del referido Instituto; sin que lo anterior implique 

desconocer que el órgano superior de dirección, tiene facul­

tades expresos para pronunciarse al respecto .. 18 

PROPAGANDA POLíTICA Y ELECTORAL. TIENE COMO 
LíMITE LA PROHIBICiÓN CONSTITUCIONAL DE EM­
PLEAR EXPRESIONES QUE DENIGREN A LAS INSTITU­
CIONES Y A LOS PARTIDOS POLíTICOS O QUE 
CALUMNIEN A LAS PERSONAS. De la interpretación siste­
mática y funcional de los artículos 41, base 111, aparlado C, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

38, párrafo 1, Incisa pi; 233 y 342, párrafo 1, inciso j), del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electo­

rales, se advierte que tanto en la Constitución como en la ley 

se impuso como límite a la propaganda política y electoral 

el uso de expresiones que denigren a los instituciones y a 

los partidos políticos o que calumnien a las personas, así 

sea en el contexto de una opinión, información o debate, 

lo que armoniza con lo dispuesto en el artículo 6° de la propia 

Carta Mogna, en cuanto a la obligación de respeto a los 

1" Sala Superior. versión electrónlUl, diCiembre de 7007, Matena Flectorol, Tesis XXXV11/2008, 
p 1086 Registro. 1168 
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derechos de tercero. Lo anterior, con la finalidad de que 

los partidos políticos, al difundir propaganda, actúen con 

respeto a la reputación y vida privada de los candidatos, 

así como a la imagen de los instituciones y de los otros par­

tidos políticos, reconocidos como derechos fundamentales 

por el orden comunitario. 49 
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